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ACTA DE COMITÉ DE CONCILIACIÓN No. 001
Fecha: 

4 de enero de 2011
Hora: 
 

9:00 A.M. 

ASISTENTES:          Doctor JOSE J. DOMINGUEZ GIRALDO




Secretario Privado, Presidente del Comité



Doctora LUZ ADRIANA GOMEZ OCAMPO
            
Secretaría Jurídica 
            
Doctor   RAFAEL LOPEZ HOYOS  

                        
Secretario de Servicios Administrativos 
Doctor JUAN MANUEL VALENCIA ARIAS



Secretario de Infraestructura




Doctora MARIA VICTORIA GIRALDO LONDOÑO




Secretaria de Hacienda




Doctora OLGA LUCIA ALZATE ZULUAGA




Oficina Asesora Control Interno 

                        
Doctora YUDI FRANCES RAMÍREZ GIRALDO

                        
Secretaria Técnica Comité de Conciliación

INVITADA:

Doctora ANGELA MARIA LONDOÑO VILLEGAS 



Profesional Universitario Secretaria de Educación Departamental 



ORDEN DEL DIA

1- Verificación del Quórum

2- Temas a tratar:

a-Solicitudes de conciliación, personal que laboran al  servicio de la Secretaria de Educación Departamental:
	FECHA INGRESO
	CONVOCANTE
	AÑO ADEUDADO 2008 PS
	AÑO ADEUDADO 2009 PS
	TOTAL A PAGAR

	21-05-2002
	LEIBER YULIETH GARCIA CARVAJAL
	
	
	

	25-04-2008
	RUBIELA LONDOÑO  MONTOYA 
	
	
	

	16-11-1994
	GLORIA FARNEY ARIZA LOPEZ 
	$779.594
	$779.594
	$1.886.720

	29-02-2000
	ARLES OSORIO MORALES
	
	
	

	30-10-1998
	PEDRO LUIS LOAIZA GARCIA
	
	
	

	03-06-1997
	MARIA LUCELLY CARDENAS SEPULVEDA
	
	
	

	13-11-2002
	BEATRIZ EUGENIA CORREA LONDOÑO
	
	
	


b- Solicitud de conciliación de la señora LEONOR VILLEGAS GAVIRIA.

c- Solicitud de conciliación de los señores JUAN FAIBER ZAMBRANO CASTAÑEDA Y TATIANA ZAMBRANO ROMERO.
d- El Departamento del Quindío solicitara conciliación ante la Procuraduría Judicial Administrativa, frente a la Liquidación del contrato de obra 074 de 2009.

e- El Departamento del Quindío solicitara conciliación ante la Procuraduría Judicial Administrativa, frente a la Liquidación del contrato  al contrato de consultoría 015 de 2009.   
f- Solicitud de conciliación Consorcio DELTA.

g- Fallo pago condenatorio dentro del siguiente proceso: 

	                     Radicación:

                     Proceso:
	No. 0503/2002

DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO DE CARÁCTER LABORAL.

	                     Demandante:
	GLADYS ARBELÁEZ DE SABOGAL

	                     Demandado:
	DEPARTAMENTO DEL QUINDÍO


h- Pago incentivo en procesos Acción populares Numero 2008-303, demandante Johana Andrea Serna Jiménez, demandados Nación, Ministerio de Transporte, Instituto Nacional de Vías, Instituto Departamental de Tránsito, Departamento del Quindío, Municipio de Armenia y Municipio de Circasia. 
i- Pago incentivo en procesos Acción populares Numero 2008-304, demandante Johana Andrea Serna Jiménez, demandados Departamento del Quindío y otros.
j- Conciliación decretada por el Tribunal Administrativo del Quindío para el 25 de enero del año 2011, dentro de Proceso de Reparación Directa, instaurado por el señor ALFONSO RIASCO GONZALEZ representante legal de la Sociedad Comercial denominada SERVICIOS DE INGENIERIA ARQUITECTURA Y CONSTRUCCIÓN LIMITADA “SINARCO LTDA”, demandado Departamento del Quindío y Otros, en razón a que se profiere fallo de primera instancia desfavorable al Departamento y esta entidad apela dicha de cisión, de conformidad con el artículo 70 de la ley 1395, que dice “En materia de lo contencioso administrativo, cuando el fallo de primera instancia sea de carácter condenatorio y contra el mismo se interponga el recurso de apelación, el juez o magistrado deberá citar a audiencia de conciliación, que deberá celebrarse antes de resolver sobre la concesión del recurso. La asistencia a esta audiencia será obligatoria”.
3- Proposiciones y varios.

DESARROLLO DEL ORDEN DEL DIA

1- Se verifica que existe Quórum para deliberar y decidir. 

Preside la Reunión el  Doctor  JOSE J. DOMÍNGUEZ GIRALDO, Secretario Privado    de la Gobernación del Quindío y Presidente del Comité de Conciliación. 

2- Desarrollo tema a tratar:

a-Solicitudes de conciliación, personal que laboran al  servicio de la Secretaria de Educación Departamental:
	FECHA INGRESO
	CONVOCANTE
	AÑO ADEUDADO 2008 PS
	AÑO ADEUDADO 2009 PS
	TOTAL A PAGAR

	21-05-2002
	LEIBER YULIETH GARCIA CARVAJAL
	
	
	

	25-04-2008
	RUBIELA LONDOÑO  MONTOYA 
	
	
	

	16-11-1994
	GLORIA FARNEY ARIZA LOPEZ 
	$779.594
	$779.594
	$1.886.720

	29-02-2000
	ARLES OSORIO MORALES
	
	
	

	30-10-1998
	PEDRO LUIS LOAIZA GARCIA
	
	
	

	03-06-1997
	MARIA LUCELLY CARDENAS SEPULVEDA
	
	
	

	13-11-2002
	BEATRIZ EUGENIA CORREA LONDOÑO
	
	
	


Mediante oficio la Procuraduría Administrativa de Armenia, convoco al Departamento del Quindío Secretaria de educación a conciliación prejudicial de varios Administrativos adscritos a la Secretaria mencionada y pagados con sistema General de Participación, cuyo objeto está relacionado  con el reconocimiento y pago de la Prima de Servicios por los años 2008 y 2009, a fin de atender la convocatoria se considera hacer algunas precisiones con el objeto de tomar por parte del Comité la decisión respectiva.

Desde el mes de  julio del 2008 la Secretaría de Educación viene atendiendo derechos de petición de Administrativos a través de Apoderados, quienes solicitan el reconocimiento y pago de los conceptos antes descritos.

Con el fin de acudir a la vía judicial administrativa todos estos peticionarios agotaron la etapa de conciliación prejudicial como requisito para acudir a la misma antes que llegara el CONCEPTO DEL CONSEJO DE ESTADO que se enuncia más adelante.

ANTECEDENTES

1. El Decreto Ley 1042 de 1978

"Por el cual se establece el sistema de nomenclatura y clasificación de los empleos de los ministerios, departamentos administrativos, superintendencias, establecimientos públicos y unidades administrativas especiales del orden nacional, se fijan las escalas de remuneración correspondientes a dichos empleos y se dictan otras disposiciones."

..."Artículo 104. De las excepciones a la aplicación de este Decreto. Las normas del presente Decreto no se aplicarán a las siguientes personas, cuya remuneración se establecerá en otras disposiciones

..."b) Al personal docente de los distintos organismos de la Rama Ejecutiva.

Efectivamente  este Decreto estipuló  un régimen especial que establece una regulación diferente para el gremio. Así lo verifican los artículos 2° y 115 de la Ley 115 de 1994. 

Es de anotar que el literal b) del artículo 104 de Decreto 1042 de 1978 fue declarado exequible por la Corte constitucional Mediante la Sentencia C-566 de 1997

En cuanto al reconocimiento y pago de la prima de servicio. bonificación por servicios prestados, bonificación por recreación y la prima de y/o incrementos por antigüedad, desde al año 2005 a la fecha,  es pertinente precisar: 

Prima de servicio: (artículos 58,59 y 60 del decreto1042 de1978) pago que tiene derecho  los empleados públicos de orden nacional, equivalente a 15 días de salario por el año completo de servicio o en forma proporcional, a razón de a una doceava parte por cada mes completo de labor y siempre que hubiere servido en el organismo por lo menos un semestre. El decreto 1042 de 1978, no es aplicable al personal docente, según lo establecido en el literal b) del articulo 104.

La Posición Jurídica manejada por la Secretaria ha sido la siguiente:

Desde la expedición del artículo 234 del Decreto 1222 de 1986 (Código  del Régimen Departamental), quedo claro que “el régimen de prestaciones sociales de los empleados públicos y trabajadores oficiales de los departamentos es el que establece la ley”, disposición que sigue latente tanto en la Constitución Política de 1991 quedo claramente establecido que el Congreso de la República es el facultado para expedir la Ley Marco es decir la Ley 4º de 1992, a la cual debe sujetarse el Gobierno Nacional para fijar el régimen salarial y prestacional  de los empleados públicos del estado.

En dicha ley se señala en el artículo 12º que el régimen prestacional de los servidores públicos del nivel territorial será el fijado por el Gobierno Nacional, facultad que no pueden arrogarse las corporaciones públicas. 

El Gobierno Nacional, en cumplimiento de lo señalado en el articulo 12 mencionado, por medio del Decreto 1919 de 2002 fija el régimen de prestaciones sociales para los empleados públicos y regula el régimen mínimo prestacional de los trabajadores oficiales del nivel territorial, preceptuando que a partir de la vigencia de dicho decreto, todos los empleados públicos vinculados o que se vinculen a las entidades del nivel central y descentralizado de la rama ejecutiva de los niveles Departamentales, Distrital y Municipal, entre otros; gozaran del régimen prestaciones sociales señalados para los empleados públicos de la Rama Ejecutiva del Poder Público del Orden Nacional. 

De esta manera, el Decreto 1919 de 2002 se traduce en el ejercicio de una competencia del Gobierno Nacional, ejercida para superar el desorden normativo que sobre el tema prestacional existían en las entidades territoriales, por la ausencia de regulación nacional sobre el tema de las prestaciones sociales de los empleados públicos del nivel territorial.

Del recuento normativo que antecede, se desprende que las prestaciones allí señaladas que tengan origen legal, se mantienen para los servicios públicos  de la Secretaria de Educación  Departamental, porque, precisamente el régimen de prestaciones sociales de los empleados públicos y trabajadores oficiales de los departamentos es el que establece la ley, acorde con lo previsto por el artículo 234 del Decreto 1222 de 1986.

En ese orden,  si el régimen prestacional de los empleados públicos departamentales es el legal, como ha quedado explicado (por remisión del artículo 1º de la ley 4º de 1992, y  del artículo 1º del Decreto 1919 de 2002, expedido en desarrollo del artículo 12 de dicha ley); el Decreto 1045  de 1978, es aplicable al ámbito territorial únicamente en cuanto a las prestaciones sociales  que allí se enlistan; pero como la prima de servicios no tiene esa connotación, sino la de salario y tales empleados no están sujetos al régimen salarial del orden nacional, es dable concluir que los servidores públicos de la Secretaria de Educación Departamental, no tienen derecho a ella.  

No obstante lo anterior el tratamiento de los funcionarios pagados con el sistema General de Participaciones había sido diferencial, toda vez que eran pagados con la normatividad aplicable a los funcionarios Nacionales, lo anterior hasta el proceso de HOMOLOGACIÓN Y NIVELACIÓN SALARIAL  que se dio en el año 2006 por los decretos Departamentales 212 y 213 del 12 de Marzo de 2007, desde ese momento se empezó a manejar el criterio que dichos funcionarios eran Departamentales y por tanto su régimen salarial y prestacional era el mismo a que tenían derecho los funcionarios territoriales y por tanto no debía cancelárseles la PRIMA DE SERVICIO

Así pues el único cambio significativo frente a las demás conciliaciones, es que por concepto 2010 EE15639 La Subdirecciòn de Monitoreo y Control del Ministerio de Educación Nacional argumenta un tratamiento especial para los Administrativos incorporados a la planta del Departamento conforme a la ley 60 de  1993, la cual se realizo por Decreto  333 del 22 de Abril de 1996

Así mismo como nuevo elemento jurídico a tener en cuenta por el Comité de Conciliación es que el Artículo Segundo del Decreto Departamental 213 del 12 de marzo de 2007 determina “Los empleados inscritos en el sistema de carrera Administrativa y Provisionales incorporados en la planta Homologada conservara los derechos laborales adquiridos, percibiendo las prestaciones salariales existentes y (…)”.

De igual manera un nuevo argumento es que contra la Contraloría General del Departamento, se profirió fallo de primera instancia en el cual se reconoció el pago de la prima de servicios y la bonificación por servicios prestados a funcionarios de dicha entidad.

El Consejo de Estado de igual forma en la Sala de Consulta, Consejero Ponente William Zambrano Cetina, de fecha 22 de Julio de 2010, radicación 2012, da respuesta  a la petición del Señor Gobernador del Quindío a través del Ministerio de Educación Nacional a la pregunta “ Es viable que aquellos funcionarios que fueron entregados por la Nación al Departamento del Quindío e incorporados por este de acuerdo al Decreto Departamental 333 de 1996, continúen con el reconocimiento y pago de la prima de servicios que venían devengando al momento de ser incorporados a la planta del Departamento”  

Quien tiene derecho conforme a este concepto a lo reclamado es la señora GLORIA FANERY ARIZA LOPEZ, el valor a conciliar es de $1.886.720, que corresponde a:

Prima de servicios  2008 $724.019

Prima de Servicios 2009 $779.594

1/12 Prima de Vacaciones y Navidad $383.107

El Comité de Conciliación una vez se ilustra sobre el asunto en cuestión y se analiza el concepto del Consejo de Estado, Sala de Consulta, consejero ponente William Zambrano Cetina del 22 de Julio de 2010 radicación 2012, que dice: “Es viable que aquellos funcionarios que fueron entregados por la Nación al Departamento del Quindío e incorporados por este de acuerdo al Decreto Departamental 333 de 1996, continúen con el reconocimiento y pago de la prima de servicios que venían devengando al momento de ser incorporados a la planta del Departamento”, decide que es procedente conciliar con señora GLORIA FANERY ARIZA LOPEZ, el valor a conciliar es de $1.886.720, empleada que hace parte de los administrativos de la Secretaria de Educación de la Gobernación del Quindío y que estaba vinculada desde antes de 1996, fecha en la cual se certifica la educación en el Departamento del Quindío.

Igualmente se conciliará la suma neta de los años 2008 y 2009 de la prima de servicios sin reconocer indexación ni intereses, las sumas netas adeudadas están relacionadas en cuadro anterior, los valores adeudados y conciliados se pagaran dentro de los 15 días siguiente a que se profiera el auto aprobatorio de la respectiva conciliación.

Con los demás convocantes se considera que no es procedente conciliar, según los argumentos antes esbozados.

b-Solicitud de conciliación de la señora LEONOR VILLEGAS GAVIRIA.
Pretensiones: Declarar la nulidad del oficio radicado D-7772 del 12 de agosto de 2010 acto administrativo por medio del cual del Departamento del Quindío no accede a la solicitud de reconocimiento y pago de la prima de servicios correspondiente a los años 2008, 2009 y de las vigencias que se llegaren a configurar, el reconocimiento y pago de la bonificación de servicios prestados, la reliquidación de las prestaciones sociales a fin de que se tengan en cuenta la prima de servicios y la bonificación por servicios prestados, la indexación, la indemnización moratoria.

Una vez se constata lo pretendido por la convocante se precisan los argumentos jurídicos esbozados por el Departamento del Quindío en defensa del no pago de la Prima de Servicios y de la Bonificación por Servicios Prestados,  se alude en primer lugar a la derogatoria de los Actos Administrativos del Orden Departamental  Nos:

Ordenanza No. 02 del 28 de octubre de 1969, “Por medio del cual se conceden autorizaciones al Gobernador y se dictan otras disposiciones”.

Decreto Departamental 0424 de septiembre 15 de 1977, “Por el cual se concede una prestación extralegal a los servidores del Departamento”.

Ordenanza 14 de noviembre 29 de 1977, “Por la cual se ordena la creación de la prima de vacaciones y otros estímulos para los empleados públicos no sindicalizados al servicios del Departamento y se dictan otras disposiciones,”.

Ordenanza 6 de noviembre 21 de 1978, “Por la cual se modifica el contenido de la Ordenanza No. 14 de noviembre 29/77 y se dictan otras disposiciones”.

Ordenanza No. 33 de noviembre 25 de 1980, “Por la cual se modifica en parte el contenido de la Ordenanza Número 6 de noviembre 21 de 1978 y se dictan otras disposiciones”.

Ordenanza No. 013 de noviembre 28 de 1986, “POR MEDIO DE LA CUAL SE MODIFICA EN PARTE EL CONTENIDO DEL ARTICULO 1 DE LA ORDENANZA NO. 033 de 1980”.

Ordenanza No. 10 de noviembre 28 de 1990, “POR MEDIO DE LA CUAL SE MODIFICA EN PARTE EL CONTENIDO DEL ARTICULO 1º. DE LA ORDENANZA No. 013 de 1986”.

Actos Administrativos derogados a través de la Ordenanza 00014 de mayo 12 de 2008.

En segundo lugar no se cancelan los emolumentos mencionados por cuanto se encuentra expresamente consagrado en el inciso segundo del artículo 4º. de la Constitución Política de Colombia, el cual se complementa con el artículo 6º. Ibidem, cuando dispone que los particulares son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes, y que los servidores públicos  lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones.

Así las cosas, la norma jurídica, independientemente de su jerarquía, obliga a sus destinatarios y es deber de las autoridades públicas, en el ámbito de las atribuciones que a cada una de ellas corresponde, hacerla efectiva.

La autoridad a quien se ha encomendado su ejecución incurre en responsabilidad, si omite la actividad que para el efecto le es propia o hace algo que se le prohíbe. De esta manera, tal  principio rige la operatividad del Estado de Derecho y hace posible el funcionamiento de las instituciones dentro del esquema de organización jurídico-política previsto en la Constitución.

En el caso de las autoridades públicas el deber de obediencia al ordenamiento jurídico constituye además el fundamento para el ejercicio de las competencias, de acuerdo con lo previsto en el artículo 121 de la Carta, según el cual “Ninguna autoridad del Estado podrá ejercer funciones distintas de las que le atribuyen la Constitución y la ley”, lo que hace que la competencia sea un presupuesto de validez de los actos que se profieren, de manera que si una autoridad pública expide un acto sin ser titular de ella, éste sería nulo.

En tal sentido, encontrándose vigente el Decreto ley 1042 de 1978 que contempla los elementos salariales para los empleados públicos del orden nacional, no podrían los entes territoriales asumir una competencia de la que carecen y hacer extensivo a sus servidores tales elementos.

En fecha reciente el señor Gobernador del Departamento del Quindío en su calidad de ciudadano impetró demanda de inconstitucionalidad en contra del Decreto 1042 de 1978, Articulo 1º., en su alocución: “DEL ORDEN NACIONAL”, con el fin de que en el régimen prestacional se equiparen tanto a los empleados del orden nacional como del orden territorial, dándoles un mismo tratamiento.

Con fundamento en los razonamientos expuestos, es que la Gobernación del Quindío se ha abstenido de reconocer y pagar a sus servidores públicos los conceptos Prima de Servicios y la Bonificación por Servicios Prestados.

Por todo lo expuesto los Miembros del Comité de Conciliación deciden que no es procedente conciliar frente a lo reclamado por la convocante.  

c-Solicitud de conciliación de los señores JUAN FAIBER ZAMBRANO CASTAÑEDA Y TATIANA ZAMBRANO ROMERO, convocados: MUNICIPIO DE ARMENIA, DEPARTAMENTO DEL QUINDÍO, INFRAESTRUCTURA MUNICIPAL, INFRAESTRUCTURA DEPARTAMENTAL, SECRETARIA DE TRANSITO MUNICIPAL DE ARMENIA, INSTITUTO DEPARTAMENTAL DE TRANSITO Y TRANSPORTE DEL  QUINDÍO IDTQ, INSTITUTO NACIONAL DE VIAS INVIAS.
Solicitud de conciliación como requisito de procedibilidad, con el fin de instaurar demanda de Reparación Directa  contenida en el Artículo 86 del Código Contencioso Administrativo  modificado por el artículo 31 de la Ley 446 de 1998, tendiente a resarcir la reparación de los daños causados por la muerte del menor  JAN FAIBER ZAMBRANO MONTOY, nacido el 17 de julio de 2005 en el Municipio de Montenegro, menor que fue atropellado  por el VEHÍCULO AUTOMOTOR CAMIONETA MARCA CHEVROLET, LÍNEA LUVD MAX, MODELO 2009, COLOR NEGRA  TITAN DE PLACAS QYA – 713 conducida por el señor ALVARO GUTIERREZ VELEZ el día 9 de noviembre del 2009 en el kilómetro 2.5 vereda Zuleibar frente a la finca Villa Manuela en la vía que del Municipio de Armenia conduce a Pueblo Tapao, daños y perjuicios morales y materiales debido a la falta de reparación y mantenimiento de la vía pública, lo cual ocasiona una falla del servicio relacionado con el mal estado en que en que se encontraba dicha vía para el peatón, que como consecuencia de lo anterior se cancele a los convocantes, lo siguiente:

Por perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante el valor de $41.527.540

Perjuicios morales 200 salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Perjuicios por el daño a la vida de relación 200 salarios mínimos legales mensuales vigentes.
HECHOS:

El día 9 de noviembre de 2009, el menor JAN FAIBER ZAMBRANO MONTOYA, salió de su casa en compañía de sus abuelos, siendo aproximadamente las 4:30 iban por la orilla cuando de repente   apareció un  VEHÍCULO AUTOMOTOR CAMIONETA MARCA CHEVROLET, LÍNEA LUVD MAX, MODELO 2009, COLOR NEGRA  TITAN DE PLACAS QYA – 713 conducida por el señor ALVARO GUTIERREZ VELEZ, quien atropello el menor causándole la muerte; según el médico forense la muerte fue una muerte violenta debido a accidente de tránsito.

Dicho accidente ocasiono que el menor JAN FAIBER ZAMBRANO MONTOYA sufriera graves lesiones en su cráneo produciéndole un shock neurogénico  por craneoencefálico severo, que le ocasiono la muerte de manera inmediata, el día 9 de noviembre de 2009, siendo aproximadamente la 4:30 se produjo su deceso como consecuencia de las graves lesiones ocasión con el accidente, sobre dicha vía reiterados los accidentes que se han presentado debido al mal estado de esta, por la falta de mantenimiento que consiste guadañar la berma o anden peatonal sin que las entidades convocadas  tomaran las medidas conducentes sobre la adecuación de la vía.

Una vez el Comité de Conciliación analiza el asunto en cuestión y verifica las pruebas recaudadas en esta etapa, considera que no es viable conciliar por cuanto que se requiere de un trámite probatorio arduo y establecer si efectivamente el Departamento del Quindío fue omisivo en su actuar, toda vez que, la Secretaria de Infraestructura manifiesta en oficio S.I. de septiembre 27 de 2010 que la vía se encuentra en optimas condiciones de transitabilidad, así mismo en oficio remitido por el Instituto Departamental de Transito del Quindío de fecha 24 de septiembre de 2010 se dice,  que por el sitio en el que se generan los hechos asunto de estudio, la actividad de control, regulación, vigilancia, señalización le corresponde a la Secretaria de Transito del Municipio de Armenia por ser una vía rural y estar en la Jurisdicción de este Municipio, Organismo de transito que por las  leyes 769 de 2002, 1310 de 2010 tienen la obligación misional y funcional de ejecutarlas, así mismo el accidente lo ocasiona un tercero ajeno a la administración por tales motivos no se le puede endilgar responsabilidad al Departamento frente a los hechos acaecidos.

d-Se somete a consideración del Comité de Conciliación si es procedente o no que el Departamento del Quindío solicite  conciliación prejudicial  ante la Procuraduría Judicial Administrativa, frente a la Liquidación del contrato de obra 074 de 2009.
Se analiza el asunto, así:

El día 6 de septiembre de 2010, entre los suscritos Julio Cesar López Espinosa, en su calidad de Gobernador del Departamento del Quindío y el representante legal del Consorcio CONSTRUAULAS con NIT. 900307241-2 hemos convenido liquidar de común acuerdo el contrato de obra No. 074 de 2009, previas las siguientes consideraciones:

En ejecución del contrato de obra 074 de 2009, se desarrollaron las siguientes actividades obras preliminares, cimentaciones, desagües e instalaciones hidrosanitarias y de gas, instalaciones eléctricas telefónicas y comunicaciones, pañetes, pisos, cubiertas e impermeabilizaciones, carpintería metálica, enchapes, iluminación, aparatos sanitarios y accesorios, accesorios, pintura, cerraduras y vidrios, obras exteriores, aseo y varios.

Prorroga: En fecha de diciembre 10 de 2009 el Consorcio contratista solicito mediante oficio  una prorroga sustentada en la demora por parte de la CRQ en el permiso de la tala de árboles que estaban situados dentro del área de la construcción a ejecutar y además por la obra adicional a ejecutar por causa de inconsistencias en los cálculos de las cantidades de obra, por parte de la firma consultora del proyecto. En fecha 15 de diciembre de 2009, la interventoría de la obra, después de analizar dicha solicitud, dio respuesta al consorcio contratista aceptando una prorroga de treinta (30) días calendario para la terminación de las obras.

El objeto se cumplió en los términos y condiciones contractuales sin existir observaciones respecto del cumplimiento de las mismas, de conformidad con las actas de interventoría suscritas por el Ingeniero LUIS GONZALO MEJIA CARDONA,  en su calidad de interventor y así mismo los informes suministrados por el contratista, lo cual concluye que el contratista cumplió con el objeto del contrato.

En cumplimiento de lo previsto en el artículo 60 de la Ley 80 de 1993 y artículo 11 de la Ley 1150 de 2007, las partes dejamos constancia de que sean revisado los riesgos amparados en la garantía única pactada en el contrato y el cubrimiento esta conforme a lo exigido en la clausula decima tercera  del contrato y el artículo 17 del Decreto 679 de 1994.

De conformidad con las disposiciones del artículo 50 de la Ley 789 de 2002, el ingeniero Luis Gonzalo Mejía Cardona en su calidad de interventor deja constancia de que el contratista cumplió con las obligaciones frente al pago de los siguientes aportes: SENA FIC, CAJA DE COMPENSACIÓN, ICBF.

De igual manera se allegaron las planillas de pago al sistema de seguridad social ARP, pensión y EPS de las personas empleadas en el contrato, así como la certificación de los pagos de los aportes del contratista.

En este estado el CONSORCIO CONSTRUAULAS,  contratista, declara que no tiene obligaciones y trabajos pendientes con la administración departamental y que el Departamento le adeuda el valor de la reclamación que se hace por mayores cantidades de obra ejecutada por valor de $8.999.985, cifra que se encuentra en trámite, por lo tanto una vez realizado este pago el Departamento queda a paz y salvo con el contratista por todo concepto.

Estas mayores cantidades de obra se generan tras la autorización dada por la Secretaria de Infraestructura Departamental y la Secretaria de Educación Departamental en sentido de incluir algunas cantidades de obra y actividades que no estaban contempladas inicialmente en el proyecto y que son de vital importancia para garantizar las mejores condiciones técnicas para la obra, para la terminación y la puesta en funcionamiento de la infraestructura de las nuevas aulas y una batería sanitaria en la Institución Educativa Policarpa Salavarieta, sede Antonia Santos del Municipio de Quimbaya Departamento del Quindío, se hace descripción de estas mayores cantidades de obra:

· Por la ubicación y los ajustes que ha sufrido el diseño del proyecto, se ha determinado que aumentan las cantidades de obra y aparecen nuevos ítems.

· Para dejar la estructura acorde al diseño se aumentaron las cantidades de acero de refuerzo en dos mil ciento veintiocho con setenta y cinco quilogramos  (2.128.65KG).

· La demolición  de 2.58 M2 muros en ladrillo común a la vista, para permitir la ubicación de las baterías sanitarias.

· El corte y retiro de cuatro (4) arboles para permitir la adecuada ubicación y construcción de las aulas y baterías sanitarias.

· El pago de celaduría de treinta días calendario mientras se daba el permiso de retiro de arboles.

En este estado el CONSORCIO CONSTRUAULAS, declara que no tiene obligaciones pendientes con la administración departamental y el Departamento declara que el contratista cumplió con el objeto del contrato de OBRA 074-2009 y acepta realizar el pago que queda pendiente por valor de $8.999.985 por concepto de las obras  adicionales ejecutadas.

El Comité de Conciliación de la Gobernación del Quindío, considera que si la actividad se realizo, que si el Departamento la adeuda se debe cancelar dicho valor al contratista, como es un contrato de vigencia anterior y que dicho valor no estaba presupuestado, se recomienda acudir al mecanismo de la conciliación con el fin de pagar el valor adeudado.

e-Se somete igualmente, a consideración del Comité de Conciliación si es procedente o no que el Departamento del Quindío solicite  conciliación prejudicial  ante la Procuraduría Judicial Administrativa, frente a la Liquidación del contrato  de consultoría 015 de 2009. 
Se analiza el asunto, así:

El día 6 de septiembre de 2010, entre los suscritos Julio Cesar López Espinosa, en su calidad de Gobernador del Departamento del Quindío y el ingeniero Luis Gonzalo Mejía Cardona interventor se convino liquidar de común acuerdo el contrato de Consultoría No. 015 de 2009, previas las siguientes consideraciones:

En ejecución del contrato de Consultoría  015 de 2009, se desarrollaron las siguientes actividades suscribir conjuntamente con el contratista de la obra previo visto bueno de la secretaria de Educación Departamental, el acta de inicio del contrato de obra, actas parciales, el acta final y el acta de suspensión  o reiniciación a que haya. Resolver las consultas que formule el contratista y hacer las observaciones que estime pertinente. Velar por el programa de trabajo objeto del contrato. Practicar inspecciones complementarias y periódicas al sitio de ejecución de la obra. Medir las cantidades de las obras y elementos suministrados e instalados y revisar las actas que presente el contratista para su pago. Inspeccionar la calidad de los  materiales y todas las obligaciones de acuerdo a la clausula tercera del contrato de consultoría.

El objeto se cumplió en los términos y condiciones contractuales sin existir observaciones respecto del cumplimiento de las mismas, de conformidad con las actas de interventoría suscritas por el Ingeniero Jaime Enrique Rincón Robledo,  en su calidad de interventor y así mismo los informes suministrados por el contratista, lo cual concluye que el contratista cumplió con el objeto del contrato.

En cumplimiento de lo previsto en el artículo 60 de la Ley 80 de 1993 y artículo 11 de la Ley 1150 de 2007, las partes dejamos constancia de que sean revisado los riesgos amparados en la garantía única pactada en el contrato y el cubrimiento conforme a lo exigido en la clausula octava del contrato y el artículo 17 del Decreto 679 de 1994.

De igual manera se allegaron las planillas de pago al sistema de seguridad social ARP, pensión y EPS de las personas empleadas en el contrato, así como la certificación de los pagos de los aportes del contratista.

En este estado el ingeniero Luis Gonzalo Mejía Cardona contratista interventor, declara que no tiene obligaciones y trabajos pendientes con la administración departamental y que el Departamento le adeuda el valor de la reclamación que se hace por mayores cantidades de interventoría ejecutada por valor de $8.999.985, correspondiente al 7% de interventoría de obras ejecutadas por el contratista con un costo de $6629.999, más IVA  por $100.800,oo para un total adeudado de $730.799 cifra que se encuentra en trámite, por lo tanto una vez realizado este pago el Departamento queda a paz y salvo con el contratista por todo concepto.

Estas mayores cantidades de obra se generan tras la autorización dada por la Secretaria de Infraestructura Departamental y la Secretaria de Educación Departamental en sentido de incluir algunas cantidades de obra y actividades que no estaban contempladas inicialmente en el proyecto y que son de vital importancia para garantizar las mejores condiciones técnicas para la obra, para la terminación y la puesta en funcionamiento de la infraestructura de las nuevas aulas y una batería sanitaria en la Institución Educativa Policarpa Salavarieta, sede Antonia Santos del Municipio de Quimbaya Departamento del Quindío, se hace descripción de estas mayores cantidades de obra:

· Por la ubicación y los ajustes que ha sufrido el diseño del proyecto, se ha determinado que aumentan las cantidades de obra y aparecen nuevos ítems.

· Para dejar la estructura acorde al diseño se aumentaron las cantidades de acero de refuerzo en dos mil ciento veintiocho con setenta y cinco quilogramos  (2.128.65KG).

· La demolición  de 2.58 M2 muros en ladrillo común a la vista, para permitir la ubicación de las baterías sanitarias.

· El corte y retiro de cuatro (4) arboles para permitir la adecuada ubicación y construcción de las aulas y baterías sanitarias.

· El pago de celaduría de treinta días calendario mientras se daba el permiso de retiro de arboles.

En este estado el ingeniero Luis Gonzalo Mejía Cardona, declara que no tiene obligaciones pendientes con la administración departamental y el Departamento declara que el contratista cumplió con el objeto del contrato de consultoría No. 015-2009 y acepta realizar el pago que queda pendiente por valor de $730.799,oo por concepto de la interventoría adicional.

El Comité considera que si la actividad se realizo que si el Departamento la adeuda se debe cancelar dicho valor al contratista, como es un contrato de vigencia anterior y que dicho valor no estaba presupuestado, se recomienda acudir al mecanismo de la conciliación con el fin de pagar el valor adeudado.                      
f-Solicitud de conciliación Consorcio DELTA, este asunto se tratara en próximo comité por cuanto se remitirá el resumen del tema a tratar a cada uno de los miembros del comité.
g-Se analiza por el comité Fallo pago condenatorio dentro del siguiente proceso: 
	                     Radicación:

                     Proceso:
	No. 0503/2002

DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO DE CARÁCTER LABORAL.

	                     Demandante:
	GLADYS ARBELÁEZ DE SABOGAL

	                     Demandado:
	DEPARTAMENTO DEL QUINDÍO


ANTECEDENTES DEL ASUNTO EN CUESTION: La demandante, se nombró  en propiedad mediante Decreto No. 0604 de septiembre 6 de 1988 en el cargo de Secretaria de la Inspección Departamental de Policía del Barrio Santander de Armenia y se posesionó mediante acta No. 0724 de septiembre 9 de 1988, mediante Decreto 0279 de julio 5 de 1991 se nombró en propiedad en el cargo de Visitadora de Alcaldías adscrita a la Secretaría de Gobierno Departamental y se posesionó mediante acta 0476 de julio 8 de 1991, en el año de 1993, se nombró nuevamente en propiedad como Auxiliar Administrativo código 6005 en la Secretaría de Gobierno y Desarrollo Comunitario en continuidad por medio de Decreto 0361 de junio 28 de 1993, se posesionó mediante acta 0832 de julio 16 del mismo año, en 1998 se nombró en propiedad en continuidad mediante Decreto 0749 de agosto 6 y se posesionó mediante acta 0350 de agosto 25 en el cargo de Auxiliar Administrativo nivel 6 grado 13, lo anterior, según actas que reposan en su hoja de vida.

ANTECEDENTES DE LA REEESTRUCTURACIÓN DE 2001: La Asamblea Departamental del Quindío, profirió la Ordenanza No. 0014 de abril 29 de 2001 “Por medio de la cual se conceden unas autorizaciones protémpore al Gobernador del Departamento para modificar la estructura administrativa de la Administración Central y Descentralizada del Departamento, determinar las funciones de sus dependencias, las escalas de remuneración correspondiente a sus diferentes categorías de empleo y se dictan unas disposiciones”.

Señala el artículo 305 numeral 7 de la Carta Política como atribución del Gobernador la de “Crear, suprimir y fusionar los empleos de sus dependencias”.

El seis (6) de octubre del año 2000, fue expedida la Ley 617, norma que de manera fundamental, gira en torno a la organización y funcionamiento de las entidades territoriales, siendo uno de sus pilares la financiación de sus gastos de funcionamiento, con sus ingresos corrientes de libre destinación, así se ha previsto desde la presentación del proyecto de ley, el cual reza en uno de sus apartes:  “Ahora más que nunca se evidencia que de no introducirse reformas al sistema administrativo de los departamentos, distritos y municipios, se sacrificará su posibilidad de subsistir y se abandonarán los servicios públicos a su cargo.  En el futuro cercano, de seguir las cosas como van, el universo de tales entidades puede entrar en cesación de pagos.  De hecho, por lo menos el setenta por ciento (70%) de las entidades territoriales ya están en dicha situación.

La estabilidad financiera de cualquier entidad pública depende de que con sus ingresos corrientes, es decir, aquellos ingresos que se perciben de forma constante y permanente en el tiempo y que, por lo tanto, son la única fuente de recursos cierta, se paguen los gastos de funcionamiento, que son aquellos que se generan de forma permanente tales como salarios y prestaciones sociales.

Pagar gastos de funcionamiento con recursos no recurrentes, como el producto de un crédito, la venta de un activo, de una regalía o de una donación, implica generar un gasto futuro que no cuenta con recursos para su pago.  En el pasado reciente esto ocurrió para financiar los gastos permanentes de los departamentos, distritos y municipios.  Estas entidades recurrieron al crédito para cubrir estos gastos y poco a poco tapar un hueco con otro, condujo a la cesación de pagos de uno o más de los siguientes rubros: servicio de la deuda pública, pago del pasivo pensional o pago de los gastos ordinarios de la administración.

En el caso de las entidades territoriales las cifras (…) hablan por sí solas, sin consideración de la fuente de recursos usadas, las deudas hoy en día son, en la mayoría de las entidades territoriales, superiores a la capacidad de pago.  En estas condiciones es necesario reducir los gastos si se quiere tener viabilidad futura y cumplir con la prestación de los servicios a su cargo.

(…)

La descentralización se yergue como principio dominante, en aras de realizar el ideal democrático de cercanía de la autoridad al ciudadano (…) sin unas finanzas públicas sólidas, soportadas en la autofinanciación de los gastos de funcionamiento, la autonomía de las entidades territoriales quedará reducida a un mero formalismo y la sostenibilidad del proceso de descentralización no estará garantizada”.  (Resaltado fuera de texto).

El corriente período constitucional de los actuales Gobernadores y Alcaldes, se inició el primero de enero  del año 2001, comenzaron los mandatarios,  entre otras, con la perentoria tarea de cumplir los preceptos contenidos en la trascendental Ley 617 de 2000, la cual en su artículo cuarto, establece, de acuerdo a las categorías de los departamentos, el valor máximo de sus gastos de funcionamiento, en el artículo 5º señala una tabla que indica el ajuste de los gastos de funcionamiento del departamento, estipulando un período de transición entre los años 2001 al 2004.
En estudio técnico previo a la reestructuración de diciembre de 2001, efectuado a la organización interna del Departamento del Quindío, se contempló que si bien la estructura existente era una estructura simplificada, para efectos de dar cumplimiento a la Ley 617 de 2000, la misma debía ser modificada y racionalizada; siendo uno de los objetivos principales la profesionalización y tecnificación de la planta de personal, privilegiando los niveles profesional y técnico frente a los demás niveles de la Gobernación, dotando así al Departamento, del talento humano necesario, a efecto de optimizar el cumplimiento de su misión con calidad, eficiencia y eficacia.

La profesionalización y tecnificación se da en forma relativa y no absoluta, toda vez que, no se generó un aumento en el número de empleos, debido al ajuste financiero derivado de la Ley 617 de 2000; arrojando el estudio que la misión y la función del Departamento, exigen el desempeño de labores, derivadas de la aplicación de conocimientos adquiridos en desarrollo de una educación formal, sobre todo cuando el Departamento no es un ente ejecutor, sino básicamente gestor, coordinador y planificador del desarrollo del Departamento y de sus municipios.

Otra de las causas que dieron origen a la reestructuración del año 2001, fue la racionalización del gasto a la luz de la Ley 617 de 2000, con el objeto de que el Departamento fuera viable financieramente, convirtiéndose en una premisa fundamental que define y restringe el tamaño de la nueva planta de personal, adecuándose la nueva planta, al techo presupuestal establecido para el pago de los servicios personales, y permitiendo equilibrar las finanzas del Departamento hacia el futuro, tal como lo dispuso la Ley antes citada.

El señor Gobernador, en legítimo ejercicio de las facultades constitucionales y legales y en las precisas también facultades, otorgadas por la Honorable Asamblea Departamental, expidió los siguientes actos administrativos:

· Decreto No. 000642 de diciembre 10 de 2001, “Por el cual se establece la organización interna del Sector Central de la Administración del Departamento del Quindío, se fijan las funciones de las dependencias que la integran y se dictan otras disposiciones”.

· Decreto No. 000643 de diciembre 10 de 2001, “Por el cual se establece la escala salarial para los empleados públicos del Departamento del Quindío”.

· Decreto No. 000644 de diciembre 10 de 2001, “Por el cual se establece la planta de personal de la Administración Central del Departamento del Quindío y se dictan otras disposiciones”.

· Decreto No. 000656 de diciembre 12 de 2001, “Por el cual se ajusta el manual específico de funciones y requisitos mínimos para los empleos de la Administración Central del Departamento del Quindío”.

NORMATIVIDAD ESGRIMIDA EN LA DEFENSA DEL DEPARTAMENTO DEL QUINDÍO 

La Carta Política estipula:

“Artículo 300.-  Corresponde a las asambleas departamentales por medio de ordenanza:

1, 2,…

7.-  Determinar la estructura de la administración departamental, las funciones de sus dependencias, las escalas de remuneración correspondientes a sus distintas categorías de empleo.

9.-  Autorizar al gobernador del departamento para celebrar contratos, negociar empréstitos, enajenar bienes y ejercer, pro témpore, precisas funciones de las que corresponden a las asambleas departamentales”…

“Artículo 305.-  Son atribuciones del gobernador:

1,2,…

7.-  Crear, suprimir y fusionar los empleos de sus dependencias, señalar sus funciones especiales y fijar sus emolumentos con sujeción a la ley, a las ordenanzas respectivas.  Con cargo al tesoro departamental no podrá crear obligaciones que excedan al monto global fijado para el respectivo servicio en el presupuesto inicialmente aprobado”…

El Decreto – Ley 2400 de 1968, dispone:

“Artículo 25.-  Modificado D.L. 3074/68, art. 1º .  La cesación definitiva de funciones se produce en los siguientes casos:

a, b,

c) Por supresión del empleo”.

“Artículo 28.-  La supresión de un empleo público coloca automáticamente en situación de retiro a la persona que lo desempeña, salvo lo que se dispone para empleados inscritos en carrera”.

El Decreto 1222 de 1986, consagra:

“Artículo 60.-  Corresponde a las asambleas por medio de ordenanzas:

1,2,…

5.-  Determinar, a iniciativa del gobernador, la estructura de la administración departamental, las funciones de las diferentes dependencias y las escalas de remuneración correspondientes a las distintas categorías de empleo”…

“Artículo 94.-  Son atribuciones del gobernador:

1, 2,…

9.-  Crear, suprimir y fusionar los empleos que demanden los servicios departamentales, y señalar sus funciones especiales, lo mismo que fijar sus emolumentos”…

La Ley 443 de 1998, establece:

“Artículo 41.-  Reforma de plantas de personal.  Con el fin de garantizar la preservación de los derechos de los empleados de carrera, las reformas de plantas de personal de las entidades de la rama ejecutiva de los ordenes nacional y territorial, que impliquen supresión de empleos de carrera, deberán motivarse expresamente, fundarse en necesidades del servicio o en razón de modernización de la administración y basarse en estudios técnicos que así lo demuestren, elaborados por las respectivas entidades, la Escuela Superior de Administración Pública, firmas especializadas en la materia, o profesionales en administración pública u otras profesiones idóneas, debidamente acreditados, de acuerdo con la reglamentación que para el efecto expida el Gobierno Nacional” … (Subrayas mías).

“Artículo 39.-  Derechos del empleado de carrera administrativa en caso de supresión del cargo.  Los empleados públicos de carrera a quienes se les supriman los cargos de los cuales sean titulares, como consecuencia de la supresión o fusión de entidades, organismos o dependencias, o del traslado de funciones de una entidad a otra, o de modificación de planta, podrán optar por ser incorporados a empleos equivalentes o a recibir indemnización en los términos y condiciones que establezca el Gobierno Nacional”…

El Decreto 1572 de 1998, contempla:

“Artículo 135.-  Modificado D. 2504/98, art. 6º.-  Los empleados de carrera a quienes se les supriman los cargos de los cuales sean titulares, como consecuencia de la supresión o fusión de entidades o de dependencias o del traslado de funciones de una entidad a otra o de modificación de planta, tendrán derecho a optar por ser incorporados a empleos equivalentes conforme con las reglas de que trata el artículo 39 de la Ley 443 de 1998, para lo cual debe surtirse el trámite que legalmente se adopte o por recibir la indemnización de que trata el artículo 137 de este decreto”…

La Ley 617 de 2000 “Por la cual se reforma parcialmente la Ley 136 de 1994, el Decreto extraordinario 1222 de 1986, se adiciona la Ley Orgánica de Presupuesto, el Decreto 1421 de 1993, se dictan otras normas tendientes a fortalecer la descentralización, y se dictan normas para la racionalización del gasto público nacional”, dispuso:

“Artículo 3º.-  Financiación de gastos de funcionamiento de las entidades territoriales.  Los gastos de funcionamiento de las entidades territoriales deben financiarse con sus ingresos corrientes de libre destinación, de tal manera que éstos sean suficientes para atender sus obligaciones corrientes, provisionar el pasivo prestacional y pensional, y financiar, al menos parcialmente la inversión pública autónoma de las mismas”…

“Artículo 4º.-  Valor máximo de los gastos de funcionamiento de los departamentos.  Durante cada vigencia fiscal los gastos de funcionamiento de los departamentos no podrán superar, como proporción de sus ingresos corrientes de libre destinación, los siguientes límites:

Categoría Límite

Especial 50%

Primera 55%

Segunda 60%

Tercera y Cuarta 70%”.

“Artículo 74.-  Atribuciones de los gobernadores y alcaldes.  El gobernador y el alcalde en ejercicio de las funciones establecidas en los artículos 305 numeral 7 y 315 numeral 7 de la Constitución Política respectivamente podrán crear, suprimir y fusionar los empleos de sus dependencias, señalar sus funciones especiales y fijar sus emolumentos con sujeción a la ley, las ordenanzas y los acuerdos respectivamente.  El gobernador con cargo al tesoro departamental no podrá crear obligaciones que excedan al monto global fijado para el respectivo servicio en el presupuesto inicialmente aprobado.  El alcalde no podrá crear obligaciones que excedan el monto globalmente fijado para gastos de personal en el presupuesto inicialmente aprobado para dar cumplimiento a los efectos de la presente ley”.

La Ordenanza No. 014 de abril 29 de 2001, “Por medio de la cual se conceden unas autorizaciones protémpore al Gobernador del Departamento para modificar la estructura administrativa de la Administración Central y Descentralizada del Departamento, determinar las funciones de sus dependencias, las escalas de remuneración correspondiente a sus diferentes categorías de empleo y se dictan unas disposiciones”.

RAZONES   DE   LA   DEFENSA  INVOCADAS POR EL DEPARTAMENTO DEL QUINDÍO

De los antecedentes y de la normatividad transcrita, se colige claramente que en la reestructuración efectuada por el Ejecutivo Departamental, se dio estricto cumplimiento a los preceptos constitucionales y legales que rigen la materia, por cuanto que el Gobernador tiene la facultad de suprimir cargos de la estructura central de la Administración, tal como lo establece la Carta Política, al igual que, poseía atribuciones concedidas por la Asamblea Departamental del Quindío para reestructurar el Ente Central, siendo prioridad la adecuación de la planta de personal, de acuerdo a lo dispuesto por la Ley 617 de 2000, al tenor de la mencionada ley, se tornó forzoso para los departamentos, propender por la viabilidad presupuestal y buscar la racionalización de los gastos de funcionamiento en los departamentos; ahora veamos lo que ha expresado la jurisprudencia al respecto de la supresión de cargos de carrera administrativa:  Sentencia T-374 de marzo 31 de 2000, Corte Constitucional, Sala Novena de Revisión, CARRERA ADMINISTRATIVA, VALIDEZ DE LA SUPRESIÓN DE CARGOS, M.P.  Alvaro Tafur Galvis: “2.1.  Facultad para suprimir cargos de carrera administrativa.  La administración pública está facultada para adecuar su funcionamiento a las necesidades del servicio, por lo tanto, se encuentra legitimada para crear, modificar, reorganizar y suprimir los cargos de su planta de personal, cuando las necesidades públicas o las restricciones económicas se lo impongan o cuando el desempeño de los funcionarios así lo exigen, en cumplimiento de los fines impuestos por el artículo 209 de la Constitución.  Siendo ello así, la facultad de suprimir cargos públicos, inclusive los que corresponden a la carrera administrativa, por motivos de necesidades de servicio está debidamente autorizada por la Constitución Nacional”.

“…Así mismo cabe señalar que la supresión de un cargo de carrera administrativa se puede producir por múltiples circunstancias, por fusión o liquidación de la entidad pública respectiva, por reestructuración de la misma, por modificación de la planta de personal, por clasificación de los empleos, por políticas de modernización del Estado con el fin de hacer más eficaz la prestación del servicio público, controlar el gasto público, etc.  Objetivos que deben dirigirse exclusivamente a lograr el mejoramiento administrativo en términos de calidad, idoneidad y eficiencia del servicio público, basarse en criterios de razonabilidad, proporcionalidad y prevalencia del interés general, sin dejar de lado la protección de los derechos de los trabajadores.

Igualmente, no hay duda de que la pertenencia a la carrera administrativa implica para los empleados escalafonados en ella la estabilidad en el empleo, sin embargo, esa sola circunstancia no obliga al Estado a mantener los cargos que éstos ocupan, por siempre y para siempre, pues pueden existir razones y situaciones que justifiquen la supresión de los mismos.  La estabilidad, como tantas veces se ha dicho, “no significa que el empleado sea inamovible”.
De otra parte ha de señalarse que el derecho a la estabilidad, no impide que la administración, por razones de interés general ligadas a la propia eficacia y eficiencia de la función pública, puede suprimir determinados cargos, por cuanto ello puede ser necesario para que el Estado cumpla sus cometidos.  Por consiguiente, cuando existan motivos de interés general que justifiquen la supresión de cargos en una entidad pública, es legítimo que el Estado lo haga, sin que puedan oponérsele los derechos de carrera de los funcionarios ya que éstos deben ceder ante el interés general”.  (Subrayas fuera de texto).

Sentencia C-954 de septiembre 6 de 2001, Corte Constitucional, Sala Plena, M.P. Jaime Araujo Mejía:

“… 3.  La supresión de cargos de carrera administrativa como consecuencia de los procesos de reestructuración de la administración pública frente a los derechos de los trabajadores.

La Corte ha sostenido que “el Estado, para cumplir con sus fines, debe reajustar la estructura orgánica y funcional que le sirve de medio para obtenerlos.  Por lo tanto, en lo que respecta a la administración pública, resulta razonable que se produzca la correspondiente valoración del desempeño de las entidades que la conforman, con el fin de evaluar su misión, estructura, funciones, resultados, etc., y adecuarlas a los objetivos demarcados constitucionalmente.

Tales reajustes pueden conducir a la supresión de cargos de carrera, concretamente como consecuencia de reestructuraciones administrativas que impliquen reformar las plantas de personal, lo cual podría afectar los derechos de los empleados, especialmente los de carrera, que en principio gozan de cierta estabilidad laboral.  Con fundamento en ello, el legislador, en procura de la protección de estos derechos, exige que la supresión de tales cargos no pueda ser caprichosa, arbitraria o subjetiva…”.

“…La propia Ley 443 de 1998, con el fin de preservar los derechos de los empleados de carrera, contempla en su artículo 41 que las reformas de las plantas de personal de las entidades de la rama ejecutiva de los ordenes nacional y territorial, que impliquen supresión de empleos de carrera, deberán motivarse expresamente, fundarse en necesidades del servicio o en razones de modernización de la administración y basarse en estudios técnicos que así lo demuestren…

…En conclusión, la supresión de cargos de carrera, producida por la reforma total o parcial de las plantas de personal, no puede ser arbitraria, pues está limitada por las normas constitucionales y legales y el respeto de los derechos fundamentales de los trabajadores.

Ahora bien, de conformidad con el artículo 58 superior, el interés particular que tiene el trabajador respecto de la estabilidad en su cargo debe ceder ante el interés público o social que comporta la supresión de cargos como consecuencia de los procesos de reestructuración de las entidades…”.

Sentencia C-613 de 1994.  M.P.  Alejandro Martínez Caballero, Corte Constitucional:

“…2.3.  Indemnización para los empleados públicos pertenecientes a carrera administrativa cuyo cargo sea suprimido.  

Como contrapeso de la facultad que tiene la administración para suprimir cargos en su planta de personal, la legislación colombiana, con el fin de garantizar la llamada estabilidad laboral del trabajador, consagrada por el artículo 35 superior como principio mínimo fundamental, establece ciertas garantías en favor del empleado que enfrenta los efectos de un retiro.

Es así como en el artículo 39 de la Ley 443 de 1998, se determinan los derechos que pueden ejercer los empleados públicos de carrera administrativa cuyos cargos hayan sido suprimidos como consecuencia de la liquidación o fusión de entidades o dependencias, del traslado de funciones de una entidad a otra, o de la modificación de la planta de personal del organismo al cual prestan sus servicios.  En ese orden de ideas dichos empleados pueden optar por una de estas dos (2) alternativas: (I) Ser incorporados a empleos equivalentes, siempre y cuando la vacante se presente dentro de los seis meses siguientes al retiro.  (II) Recibir una indemnización en los términos y condiciones que establezca el Gobierno Nacional.

La indemnización consagrada en la ley, por la terminación unilateral del contrato de trabajo, constituye un instrumento eficaz, para resarcir el daño que pueda causarse al empleado público perteneciente a la carrera administrativa por razón de la supresión del cargo que venía desempeñando, abstracción hecha de que esa decisión haya obedecido a claros fines de interés general de mejoramiento del servicio.

La indemnización, es una reparación que tiene fundamento en el daño que recibe el trabajador a causa de su despido, como consecuencia del perjuicio económico que tiene como finalidad compensar el efecto negativo a que da lugar la finalización del contrato, debido a la reestructuración del organismo.

Dado que la supresión de cargos así sea con los fines anotados implica necesariamente un daño, surge con claridad meridiana el deber de reparación por parte del Estado, pues si bien es cierto que el daño puede catalogarse como legítimo por que el Estado en función de la protección del interés general puede determinar el número de sus funcionarios esto no implica que el trabajador retirado del servicio tenga que soportar íntegramente la carga específica de la adecuación del Estado, ella debe ser asumida por toda la sociedad en razón del principio de igualdad de todos ante las cargas públicas.  Por ello se trata de una indemnización reparatoria fundamentada en el reconocimiento que se hace a los derechos adquiridos en material laboral…”. 

El Honorable Consejo de Estado, en sentencia de noviembre 26 de 1998, contempló:  “…Igualmente advierte que son las Asambleas Departamentales a las que, por medio de ordenanza, les corresponde (art. 300 – 7 C.P.) determinar la estructura de la administración departamental a iniciativa del gobernador, y estructurar implica entre otras tareas la adición, fusión y supresión de cargos, sin que haya lugar a quebrantamiento legal alguno, lo que da pie a que el gobernador con fundamento en las atribuciones constitucionales que le son propias, y las legales establecidas en el Decreto 1222 art. 94 – 9 adecue la planta de personal existente a una nueva estructura…”

El Honorable Tribunal Administrativo del Quindío en Sala de Decisión, profirió fallo el 12 de julio de 2000, M.P. Dr.  Humberto Quintero Herrera, que reza:  “…Podría pensarse en principio, y por razón de dicha situación, que con la supresión de su cargo se violaron sus derechos a la estabilidad relativa de que gozan los empleados de carrera, y que su separación del servicio solo podía llevarse a cabo por causas objetivas derivadas de la evaluación de su rendimiento o por faltas disciplinarias previamente comprobadas, estas situaciones no se dieron en el caso a estudio, tal como lo establece el art. 125, inciso 3º de la Constitución Política.  Pero se tiene que esta posición no es correcta, porque considera el Tribunal que no solo por violación del régimen disciplinario o por calificación insatisfactoria en el desempeño del empleo, se puede configurar el retiro de un empleo inscrito en el escalafón de carrera.  Basta con leer el art. 125 inciso 4º de la Constitución Política, donde claramente se estipula que además de esos dos eventos podrán existir otras causales de retiro previstas en la Constitución y la ley…”.

Se infiere pues, de las anteriores transcripciones, que el Ejecutivo Departamental actuó amparado en claros preceptos que le permitían efectuar la reestructuración del Ente Central, de igual manera observó los postulados que le exigían que debía adecuar la planta de personal, para así reducir los gastos de funcionamiento y hacer viable al Departamento presupuestalmente, según lo dispuesto por la Ley 617 de 2000, es de claridad meridiana que la facultad de suprimir cargos de la Administración radica en el Gobernador no violando éste los preceptos consagrados en la carrera administrativa, por cuanto que en la comunicación dirigida a la demandante se le concedieron las dos alternativas que contempla la ley, en caso de supresión de cargos de carrera administrativa, los cuales son:  Optar entre percibir la indemnización de que trata el artículo 137 del Decreto 1572 de 1998 o tener tratamiento preferencial para ser incorporado en cargo equivalente, conforme con las reglas establecidas en el artículo 39 de la Ley 443 de 1998, además se le comunicó también que debería manifestar su decisión mediante escrito dirigido al Director de Talento Humano de la entidad, dentro de los cinco (5) días calendario siguientes a la fecha de recibo de la comunicación respectiva, y manifestar a cuál de las dos opciones se acogía, en caso de no hacerlo se entendía que optaba por la indemnización (oficio de fecha 13 de diciembre de 2001, con fecha de recibido por la accionante el 17 de diciembre de 2001); en la hoja de vida de la señora GLADYS ARBELÁEZ DE SABOGAL, reposa la Resolución número 271 del 28 de diciembre de 2001 “Por medio de la cual se reconoce y se ordena el pago de una indemnización”, autorizada mediante orden de pago No. 7420 y cancelada según comprobante 336 del 14 de febrero de 2002, el cual anexo; infiriéndose que a la demandante se le reparó el daño causado con la supresión de su cargo, con la indemnización pagada por la Administración Departamental; además con la reestructuración del Ente Central, se buscó la racionalización del gasto de la administración, la profesionalización y tecnificación de la planta, todo encaminado a mejorar de manera general, la eficiencia, eficacia y celeridad en la gestión de los asuntos, objetivos compatibles con la filosofía de la reestructuración, destacándose que al adecuar el tamaño del Sector Central de la Administración Departamental a sus reales ingresos se dio así cumplimiento a las exigencias de la Ley 617 de 2000.

De otra parte, es preciso dejar claro cuando un cargo es equivalente:

El artículo 39 de la Ley 443 de 1998, establece:

“Derechos del empleado de carrera administrativa en caso de supresión del cargo.  Los empleados públicos de carrera a quienes se les supriman los cargos de los cuales sean titulares, como consecuencia de la supresión o fusión de entidades, organismos o dependencias, o del traslado de funciones de una entidad a otra, o de modificación de planta, podrán optar por ser incorporados a empleos equivalentes o a recibir indemnización en los términos y condiciones que establezca el Gobierno Nacional.

Para la incorporación de que trata este artículo se tendrán en cuenta las siguientes reglas:

1.-  La incorporación se efectuará, dentro de los seis meses siguientes a la supresión de los cargos, en empleos de carrera equivalentes que estén vacantes o que de acuerdo con las necesidades del servicio se creen en las plantas de personal…”.  (Subrayas mías).

El Decreto 1173 de 1999, estipula:

“Artículo 1º.-  Modificar el artículo 158 del Decreto 1572 de 1998, el cual quedará así:

Artículo 158.-  Se entiende que un empleo es equivalente a otro cuando tiene funciones iguales o similares, para su ejercicio se exijan requisitos de estudio y de experiencia iguales o similares y cuando la asignación básica de aquél no sea inferior a la de éste…”.  (Subrayas mías).

En la hoja de vida de la demandante, no consta comunicación alguna en la que se manifieste su deseo de ser reincorporada a la nueva planta, de igual manera para que proceda la incorporación a empleo equivalente, se requiere que las funciones sean iguales o similares, que se exijan los mismos requisitos de estudio y experiencia iguales o similares y cuando la asignación básica no sea inferior a la que tenía en la antigua planta de cargos.

En cuanto a lo manifestado en la demanda por la parte actora respecto de la no existencia de los estudios técnicos, se puede constatar del oficio de fecha 3 de diciembre de 2001 dirigido a la Doctora Cielo López Gutiérrez, que el estudio técnico se remitió en esa época, por el Consultor Pablo Ariel Olarte Casallas; de igual manera el día 4 de diciembre de 2001 la Comisión de Reestructuración conformada por la Directora de Planeación, Secretaria Jurídica, Secretario de Hacienda, el Asesor de Gestión y el Gerente de Infraestructura, hicieron entrega al señor Gobernador, Doctor Luis Fernando Velásquez Botero, del documento técnico que sustentaba la modificación a la estructura interna y otros documentos, no siendo cierta la aseveración de la demandante cuando manifiesta que el estudio técnico fue expedido después de la vigencia del Decreto 644 del 10 de diciembre de 2001 (anexo los oficios citados); en relación al oficio del 28 de diciembre de 2001 remitido por el Doctor Pablo Ariel Olarte Casallas, lo que se remitió con éste fue una copia del documento técnico de estructura y planta, comprendiendo el organigrama y un cargograma, pero para la identificación y el manejo interno de cada dependencia.

Por lo antes expuesto, le solicito al Honorable Magistrado se absuelva a la Administración Departamental de la responsabilidad que se le endilga.

En Fallo de Primera instancia proferido por el Tribunal Administrativo  del Quindío se condeno al Departamento por las siguientes razones:

Problema jurídico:  Determinar si el cargo de Auxiliar Administrativo Código 550 Grado 40  fue efectivamente suprimido por el Decreto Departamental 000644 de 10 de diciembre de 2002.

Efectos de la supresión de Cargos y derechos que le confiere al empleado:  En términos generales la supresión de cargos  en la administración estatal en todos los niveles, central y descentralizado, constituye un mecanismo para desarrollar los principios de la función administrativa consagrados en el ordenamiento constitucional y legal, principalmente los principios funcionales de eficiencia y eficacia para la prestación del servicio publico, en aras de la realización efectiva y con objetividad del interés general.

Ahora bien ello no implica que se trate de una prerrogativa exorbitante del Estado sin lugar a generar consecuencias jurídicas en quien repercute la decisión.  La Ley y la jurisprudencia han sido claras en establecer que el daño ocasionado a quien venia desempeñando un empleo que ha sido suprimido, aunque legítimo, debe ser indemnizado a manera de reparación fundada en el reconocimiento que se hace a los derechos adquiridos en materia laboral.

En desarrollo del Artículo 25 de la Carta Política, la Ley 443 de 1998 que regia para la época de la reestructuración de 2009, establece ciertas garantías a favor del empleado que enfrenta los efectos de un retiro, así el inciso 1 del articulo 39 dispuso: 

ARTICULO 39. DERECHOS DEL EMPLEADO DE CARRERA ADMINISTRATIVA EN CASO DE SUPRESION DEL CARGO. <Artículo derogado por el artículo 58 de la Ley 909 de 2004> Los empleados públicos de carrera a quienes se les supriman los cargos de los cuales sean titulares, como consecuencia de la supresión o fusión de entidades, organismos o dependencias, o del traslado de funciones de una entidad a otra, o de modificación de planta, podrán optar por ser incorporados a empleos equivalentes  o a recibir indemnización en los términos y condiciones que establezca el Gobierno Nacional. 

Para la incorporación de que trata este artículo se tendrán en cuenta las siguientes reglas: 

1. La incorporación se efectuará, dentro de los seis meses siguientes a la supresión de los cargos, en empleos de carrera equivalentes que estén vacantes o que de acuerdo con las necesidades del servicio se creen en las plantas de personal, en el siguientes orden: 

1.1 En las entidades en las cuales venían prestando sus servicios, si no hubieren sido suprimidas. 

1.2 En las entidades que asuman las funciones de los empleos suprimidos. 

1.3 En las entidades del sector administrativo al cual pertenecían las entidades, las dependencias, los empleos o las funciones suprimidos. 

1.4 En cualquier entidad de la Rama Ejecutiva del orden nacional o territorial, según el caso. 

2. La incorporación procederá siempre y cuando se acrediten los requisitos mínimos para el desempeño de los respectivos empleos exigidos en la entidad obligada a efectuarla. 

3. La persona así incorporada continuará con los derechos de carrera que ostentaba al momento de la supresión de su empleo y le será actualizada su inscripción en la carrera. 

4. De no ser posible la incorporación dentro del término señalado, el exempleado tendrá derecho al reconocimiento y pago de la indemnización. 

PARAGRAFO 1o. Cuando se reforme total o parcialmente la planta de personal de un organismo o entidad y los empleos de carrera de la nueva planta, sin cambiar sus funciones, se distingan de los que conformaban la planta anterior por haber variado solamente la denominación y el grado de remuneración, aquellos cargos no podrán tener requisitos superiores para su desempeño y los titulares con derechos de carrera de los anteriores empleos, deberán ser incorporados por considerarse que no hubo supresión efectiva de éstos. 

PARAGRAFO 2o. <Aparte tachado INEXEQUIBLE> En el evento de que el empleado opte por la indemnización o la reciba, el acto administrativo en que ésta conste prestará mérito ejecutivo y tendrá los mismos efectos jurídicos de una conciliación. Los términos de caducidad establecidos en el Código Contencioso Administrativo para instaurar la acción de nulidad y restablecimiento del derecho se contarán a partir de la declaratoria de nulidad del acto administrativo que originó la supresión del empleo. 

De lo anterior se desprende que correlativamente a los derechos del empleado a quien se le suprimió el cargo que venía ejerciendo en carrera administrativa, se impone para la administración un deber de incorporarlo dentro de los 6 meses siguientes a la supresión de los cargos a otro equivalente con las condiciones que para el efecto señala la ley, o en su defecto, el ex empleado tendrá derecho al reconocimiento y pago de la indemnización en los términos y condiciones señalados por el Gobierno Nacional a través de sus decreto reglamentarios.

Conforme a los postulados del artículo 45 del Decreto 1568 de 1998, la actora disponía de un término de cinco días siguientes a la notificación de la supresión del cargo, para manifestar si optaba por un cargo equivalente al que venía desempeñando, o si aceptaba la respectiva indemnización, ya que si guardaba silencio se presumía que optaba por esta última. Se estableció que la actora guardo silencio, así se observa en el informativo, que mediante resolución No. 271 de 2001, se le reconoció y ordenó el pago de una indemnización, la actora recibió a titulo de indemnización $22.789.944,oo.

Sobre la equivalencia de cargos (supresión aparente del cargo)

Los actos  administrativos contentivos de procesos de supresión de cargos conllevan por si mismos una generalidad aparente, por medio de los cuales el ente facultado por la ley decide los empleos que por razones del servicio se suprimen de una entidad, se trata de actos generales que conllevan la afectación de un interés jurídico concreto, mediante los cuales el nominador decide si un funcionario es o no incorporado a la nueva planta de personal, tal incorporación dependerá de una de las siguientes circunstancias:

- Que el cargo en el especial no haya sido suprimido; o 

- Que siendo suprimido por el acto de carácter general, existe en la nueva planta de personal   un cargo con equivalencia de funciones que permiten al empleador establecer que el trabajador podrá cumplir a cabalidad la función pública que los manuales de funciones establecieron para el cargo nuevo,

Con relación a la equivalencia de cargos, el Consejo de Estado expresó  que está  “debe examinarse respecto de los deberes, atribuciones y responsabilidades que le haya señalado la Constitución, la ley o el reglamento, según la clase de empleo, su nivel jerárquico, sus requisitos y su grado salarial”.

En sentencias anteriores, este Tribunal atendiendo la jurisprudencia del Consejo de Estado, ha manifestado:

“Puede suceder que la planta de personal de una entidad estipule cargos de igual nivel y denominación pero diferente grado que se tomaran como distintos empleos, cuando las distinciones de grado que implican diferencias salariales corresponden a diversa “complejidad y responsabilidad inherente al ejercicio de las funciones”.

“DECRETO 1042 DE 1978. Artículo 13º.- De la asignación mensual. La asignación mensual correspondiente a cada empleo estará determinada por sus funciones y responsabilidades, así como por los requisitos de conocimientos y experiencia requeridos para su ejercicio, según la denominación y el grado establecidos por el presente Decreto en la nomenclatura y la escala del respectivo nivel.

Se entiende por denominación la identificación del conjunto de deberes, atribuciones y responsabilidades que constituyen un empleo.

Por grado, el número de orden que indica la asignación mensual del empleo dentro de una escala progresiva, según la complejidad y responsabilidad inherente al ejercicio de sus funcione”.

Así mismo puede estipular empleos de igual denominación y grado que no obstante  serán diferentes, cuando el manual especifico les asigne funciones, requisitos y/0 responsabilidades distintas”.

De ahí que, la supresión de un empleo puede resultar inexistente cuando subsisten en la planta de personal de la entidad igual o superior número de cargos de la misma denominación con igual o distinto grado, siempre que las funciones asignadas y la responsabilidad inherente a dichas funciones sea idéntica.

Por ello el artículo 136 del decreto 1572 de 1998 estipulo lo siguiente: 

“Artículo 136º.- Cuando se conforme total o parcialmente la planta de personal de una entidad y los empleos de carrera de la nueva planta, sin cambiar sus funciones, se distingan de los que conforman la planta anterior por haber variado solamente la denominación y el grado de remuneración, estos cargos no podrán tener requisitos superiores para su desempeño exigibles a los titulares con derechos de carrera de las anteriores cargos, quienes deberán ser incorporados en la situación en que venía, por considerarse que no hubo supresión efectiva de éstos”.

Teniendo en cuenta lo anterior se procederá a analizar en el caso sub examine  si se dio una efectiva supresión del cargo que venía ocupando la actora.

Caso concreto.

Sostiene la parte demandante no hubo supresión efectiva del cargo debido a que las funciones que ostentaba como Auxiliar Administrativo Código 550 Grado 04 se encuentran asignadas al cargo de Auxiliar Administrativo Código 550 Grado 02 que se crea con el Decreto 644 de 2001.

De acuerdo con lo anterior, el hecho relevante que se debe probar para desvirtuar la presunción de legalidad de los actos administrativos demandados, es que las funciones que legalmente le correspondían al cargo suprimido comparadas con la nueva plata de personal al cargo de la misma denominación son iguales o  equivalentes, para tal efecto se realizará un cuadro comparativo, y se determinará si efectivamente las funciones del cargo suprimido y el cargo creado por los actos demandados son iguales o si por el contrario se dió la supresión efectiva del cargo:

	
	CARGO SUPRIMIDO
	CARGO CREADO

	NOMBRE DEL CARGO
	AUXILIAR ADMNISTRATIVO
	AUXILIAR ADMINISTRATIVO 

	CODIGO Y GRADO
	550,  40  
	550,  02

	DEPENDENCIA 
	DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TALENTO HUMANO 
	DEPARTAMENTO DE ASUNTOS ADMINISTRATIVOS, SECRETARIA DE DESARROLLO ECONÓMICO, RURAL Y AMBIENTAL, SECRETARIA DE EDUCACIÓN, OFICINA DE CONTROL INTERNO, SECRETARIA DEL INTERIOR Y DESARROLLO SOCIAL, SECRETARIA DE HACIENDA, DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO JURÍDICO Y DE CONTRATACIÓN, OFICINA DE ASUNTOS DISCIPLINARIOS, DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE PLANEACIÓN, SECRETARIA PRIVADA, SECRETARIA DE TURISMO Y CULTURA, SECRETARIA DE INFRAESTRUCTURA         

	JEFE INMEDIATO 
	DIRECTOR DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TALENTO HUMANO 
	JEFE DE DEPARTAMENTO DE ASUNTOS ADMINISTRATIVOS, SECRETARIO DE DESARROLLO ECONOMICO, RURAL Y AMBIENTAL, SECRETARIO DE EDUCACIÓN, JEFE DE LA OFICINA DE CONTROL INTERNO, SECRETARIO DEL INTERIOR Y DESARROLLO SOCIAL, SECRETARIO DE HACIENDA, JEFE DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO JURÍDICO Y DE CONTRATACIÓN, JEFE DE LA OFICINA DE ASUNTOS DISCIPLINARIOS, JEFE DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE PLANEACIÓN, DESPACHO DEL GOBERNADOR, SECRETARIO DE TURISMO Y CULTURA, SECRETARIO DE INFRAESTRUCTURA         

	REQUISITOS MINIMOS 
	TITULO DE BACHILLER EN CUALQUIER MODALIDA.

VEINTICINCO HORAS DE SISTEMA BASICO DE COMPUTACIÓN

DOCE MESES DE EXPERIENCIA ESPECIFICA  
	TITULO DE BACHILLER EN CUALQUIER MODALIDAD

DOCEMESES DE EXPERIENCIA RELACIONADA

	FUNCIONES ESPECIFICAS 
	1-REALIZAR LABORES AUXILIARES DE APOYO A LOS PROCESOS ADMINISTRATIVOS QUE EJECUTE EL ORGANISMO RESPECTIVO DE LA ADMINISTRACIÓN CENTRAL DE CONFORMIDAD CON LOS PLANES, PROGRAMAS Y PROYECTOS A ESTOS ASIGNADOS.

2- RECIBIR, RADICAR, TRAMITAR Y DESPACHAR LA CORRESPONDENCIA DEL ORGANISMO RESPECTIVO.

3- MANEJAR Y GARANTIZAR LA ACTUALIZACIÓN PERMANENTE DEL ARCHIVO DEL ORGANISMO RESPECTIVO.

4- COLABORAR CON EL DISEÑO Y APLICACIÓN DE FORMULARIOS, FORMATOS U OTROS INSTRUMENTOS PARA LA RECOLECCION DE INFORMACIÓN NECESARIA, SOPORTE DE PROGRAMAS Y PROYECTOS QUE ADELANTE EL ORGANISMO RESPECTIVO.

5- RESPONDER POR EL CONSUMO RACIONAL Y EFICIENTE DE LOS ELEMENTOS NO DEVOLUTIVOS  Y ELABORAR EL PROGRAMA DE REQUERIMIENTOS CON LA PERIODICIDAD REQUERIDA POR EL ORGANISMO RESPECTIVO.

6- ORGANIZAR Y PREPARAR LOS MATERIALES,  EQUIPOS, INSTALACIONES Y DEMAS APOYOS LOGISTICOS NECESARIOS QUE PERMITAN EL DESARROLLO NORMAL DE LAS REUNIONES, EVENTOS O ACTIVIDADES ACADEMICAS QUE REALICE EL ORGANISMO RESPECTIVO.

7- VERIFICAR CON REGULARIDAD EL ESTADO FISICO DE LOS EQUIPOS Y DE LOS ELEMENTOS, Y COMUNICAR A QUIEN CORRESPONDA LA NECESIDAD DE SU MANTENIMIENTO O REPARACIÓN.

8- ORIENTAR E INFORMAR A LOS USUARIOS SOBRE LAS ACTIVIDADES O TRÁMITES A REALIZAR PARA OBTENER UNA RESPUESTA EFICAZ DEL ORGANISMO RESPECTIVO.

9- LAS QUE POR LA NATURALEZA DEL CARGO INTERACTUE EN VIRTUD DE UN PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DEFINIDO O REFORMADO POSTERIORMENTE.

10- LAS DEMAS FUNCIONES QUE LE SIGNE EL SUPERIOR INMEDIATO DE ACUERDO A LA NATURALEZA DEL CARGO.           
	1-REALIZAR LABORES AUXILIARES DE APOYO A LOS PROCESOS ADMINISTRATIVOS QUE EJECUTE EL AREA RESPECTIVA DE LA ADMINISTRACIÓN CENTRAL DE CONFORMIDAD CON LOS PLANES, PROGRAMAS, PROYECTOS A ESTOS ASIGNADOS.

2- RECIBIR, RADICAR, TRAMITAR Y DESPACHAR LA CORRESPONDENCIA DEL AREA RESPECTIVA.

3- MANEJAR Y GARANTIZAR LA ACTUALIZACIÓN PERMANENTE DEL ARCHIVO DEL AREA.

4- COLABORAR CON EL DISEÑO Y APLICACIÓN DE FORMULARIOS, FORMATOS U OTROS INSTRUMENTOS PARA LA RECOLECCIÓN DE INFORMACIÓN NECESARIA, SOPORTE DE LOS PROGRAMAS Y PROYECTOS QUE ADELANTE EL AREA RESPECTIVA.

5- RESPONDER POR EL CONSUMO RACIONAL Y EFICIENTE DE LOS ELEMENTOS NO DEVOLUTIVOS Y ELABORAR EL PROGRAMA DE REQUERIMIENTOS CON  LA PERIODICIDAD ESTABLECIDA POR EL AREA RESPECTIVA.

6- ORGANIZAR Y PREPARAR LOS MATERIALES, EQUIPOS, INSTALACIONES Y DEMAS APOYO LOGISTICO NECESARIOS QUE PERMITAN EL DESARROLLO NORMAL DE LAS REUNIONES, EVENTOS O ACTIVIDADES ACADEMICAS QUE REALICE EL AREA RESPECTIVA.

7- VERIFICAR CON REGULARIDAD EL ESTADO FISICO DE LOS EQUIPOS, ELEMENTOS Y COMUNICAR A QUIEN CORRESPONDA LA NECESIDAD DE SU MANTENIMIENTO O REPARACIÓN.

8- ORIENTAR E INFORMAR A LOS USUARIOS SOBRE LAS ACTIVIDADES O TRAMITES A REALIZAR PARA OBTENER UNA RESPUESTA EFICAZ DEL AREA RESPECTIVA.

9- LAS DEMAS FUNCIONES QUE LE ASIGNE EL SUPERIOR INMEDIATO DE ACUERDO CON LA NATURALEZ DEL CARGO Y QUE CORRESPONDA AL SECTOR DE SU COMPETENCIA Y SE ORIENTEN AL CUMPLIMIENTO DE SU MISIÓN Y EL ALCANCE DE LOS RESULTADOS DE SUS AREAS DE LA DEPENDENCIA.      


Una vez realizado el anterior paralelo, se evidencia una equivalencia entre el cargo de Auxiliar Administrativo  Código 550 Grado 40, suprimido, y el cargo de Auxiliar Administrativo código 550 grado 02, creado.

Se encuentra que la denominación y el código del cargo son iguales, también se observa identidad en las funciones especificas de ambos cargos. Con relación a la dependencia y el Jefe Inmediato, se establece  que el cargo suprimido se ubica dentro del departamento Administrativo de talento Humano, por su parte el cargo creado, existe en varias dependencias, entre las cuales está el departamento de Asuntos Administrativos, el cual viene a ser conformado por la Dirección de talento Humano y la Dirección de Servicios Administración, lo que permite deducir la semejanza en estos dos aspectos.

Como diferencias en los cargos se establece, primero, en el grado de remuneración, en el cargo suprimido es 40, mientras que en el cargo creado es 02,  y segundo en los requisitos mínimos, pues mientras que en cargo suprimido se exigía veinticinco (25) horas de sistema básico de computación,   en el cargo creado desapareció dicha exigencia.

En cuanto a la diferencia en el grado, siguiendo la jurisprudencia del Consejo de Estado y de conformidad con el artículo 136 del decreto 1572 de 1998, se concluye que no resulta ser significativa para hablar de una efectiva supresión del cargo, ya que las funciones del mismo, su denominación y jerarquía permanecen iguales y o semejantes. Tal situación constituye prueba de ilegalidad del acto administrativo demandado por no desaparición del cargo, y subsiguientemente de su equivalencia con el cargo creado, incluso haciendo referencia a la diferencia relacionada con la disminución de los requisitos, se infiere que no se pretendía  una profesionalización en la planta, como pretendía la parte demandada explicar, quedando así patente la falsa motivación del acto de supresión.

Conclusiones. 1- Resulto demostrado que el cargo de Auxiliar Administrativo Código 550 Grado 40 que desempeñaba la demandante sufrió una supresión aparente mediante el decreto objeto de impugnación, que seguidamente creo el mismo cargo pero con variación del grado

2- En consecuencia el Tribunal procederá a declarar la Nulidad Parcial del Artículo 1 del Decreto Departamental  No. 000644 del 10 de diciembre de 2001, en el efecto particular de suprimir un (1) cargo de Auxiliar Administrativo Código 550 Grado 40 que desempeñaba la demandante.

3- De la misma manera a fin de lograr el Restablecimiento del Derecho de la actora se ordenara al Departamento del Quindío:

a- Reintegrar a la demandante al cargo de Auxiliar Administrativo Código 550 grado 40 que detentaba o a otro similar o de superior categoría dentro de la Administración Central del Departamento del Quindío.

b- Liquidar y pagar los salarios y prestaciones sociales dejados de percibir por la actora, desde la fecha del retiro (13 de diciembre de 2001) hasta que se haga efectivo el reintegro.

c- De los valores que resulten a favor de la actora se descontara lo que recibió por concepto de indemnización por la supresión del cargo, esto es, la suma de $22.789.944.

d- Los valores que resulten liquidados, deberán a demás ser indexados con aplicación de los ajustes de valor contemplado en el artículo 178 de C.C.A, para la cual se empleara la siguiente fórmula:
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e- Igualmente se declara que no ha existido solución de continuidad en el servicio de la parte actora con la entidad demandada por el lapso de la condena económica señalada.

En Sentencia de Segunda Instancia del 25 de marzo de 2010 el Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Segunda manifiesta en su decisión:

Caso concreto:

Una vez analizadas todas las pruebas allegadas al sub lite, encuentra la Sala que no hubo tal supresión del empleo de auxiliar Administrativo  559, Grado 40, como pasa a verse:

El mismo Decreto departamental 644 de 10 de diciembre de 2001, creo 35 auxiliares Administrativos en el Nivel 550, dos de ellos con grado 02.

Mediante el decreto No. 656 de 12 de diciembre de 2001, se consagró el nuevo manual de funciones y requisitos mínimos para los empleados de la planta. Allí se observa las 10 funciones asignadas para el nuevo cargo de Auxiliar Administrativo  550, Grado 02.

Encuentra la Sala que esas 10 funciones asignadas al cargo de Auxiliar Administrativo 550, Grado 02, son las mismas asignadas antiguamente al cargo de Auxiliar Administrativo 550, Grado 40 de la planta anterior, según el manual de funciones contenido en el decreto 995 de 30 de octubre de 1998.

Que si bien el Decreto 644 de 10 de diciembre de 2001, acusado, si bien suprimió los únicos dos cargos de auxiliar Administrativo 550 con grado 40, al mismo tiempo contemplo en la nueva planta dos cargos de la misma denominación con diferente grado, pero con las mismas funciones e idéntica responsabilidad asignada a los dos cargos suprimidos.

Lo anterior permite concluir que tanto en la antigua planta como en la nueva, siempre existieron los mismos empleos, pues después de la reestructuración, subsistieron las mismas funciones atrás reseñadas asignadas a igual número de cargos, de ahí que no existió ninguna supresión.

Así las cosas, la entidad debió de oficio incorporar en los cargos de Auxiliar  Administrativo 550, grado 02, a quienes venían desempeñando  en carrera las mismas funciones del cargo de auxiliar Administrativo 550, grado 40.

La decisión de no incorporar al actor en la nueva planta de personal, violenta de manera grosera no solo los artículos 39 y siguientes de la Ley 443 de 1998, sino el artículo 125 de la Constitución Política, que propende por lograr que en la mayoría de los empleos en las entidades   del estado sean provistos por personas que estén dentro de la carrera administrativa para salvaguardar la buena prestación del servicio.

Conforme a lo anterior se confirmara la sentencia apelada.

El Departamento del Quindío a la fecha reintegro a la demandante señora Gladys Arbeláez de Sabogal pagando  por tal condena la suma de $ 201.314.888.

Se pone a consideración de los miembros del comité el asunto antes esboza, los mismos manifiestan que tal decisión debe ser tomada en próximo comité una vez cada integrante estudie de manera juiciosa tal situación, con el fin de determinar si es procedente o no el inicio de Acción de Repetición, por el pago efectuado.

De igual manera se solicita al doctor RAFAEL LOPEZ HOYOS Secretario de Servicios Administrativos con el fin de que certifique las sumas canceladas a la demandante señora GLADYS ARBELAEZ DE SABOGAL y las fechas de los respectivos pagos, al igual que a la Tesorera del Departamento para que envié las órdenes de pago y los comprobantes de egreso derivados del mismo.
h- Pago incentivo en procesos Acción populares Numero 2008-303, demandante Johana Andrea Serna Jiménez, demandados Nación, Ministerio de Transporte, Instituto Nacional de Vías, Instituto Departamental de Tránsito, Departamento del Quindío, Municipio de Armenia y Municipio de Circasia. 

Fecha: 15 de Febrero de 2010

Proceso: Acción Popular

Actor: Johana Andrea Serna Jiménez

Accionado: Nación, Ministerio de Transporte, Instituto Nacional de Vías, Instituto Departamental de Tránsito del Quindío, Departamento del Quindío, Municipio de Armenia y Municipio de Circasia.

Radicado: 63-001-3331-004-2008-00303-00

Instancia: Primera

Juzgado Cuarto Administrativo del Circuito 

Hechos: Alude  la accionante que en la vía que comunica el Municipio de Circasia con el Municipio de Armenia (Q), Vereda Hojas Anchas, no se ha implementado la señalización horizontal que está comprendida por marca longitudinales como lo son líneas centrales, líneas de borde de pavimento, líneas de carril, líneas de separación de rampas de entrada  o de salida, demarcación de zonas de adelantamiento prohibido, demarcación de bermas pavimentadas, demarcación de canalización, demarcación de transición en el ancho del pavimento, demarcación de aproximación a obstrucciones, demarcación de aproximación a pasos a nivel, demarcación de estacionamiento, demarcación de uso de carril, demarcación de carriles exclusivos para buses, demarcación de paraderos de buses, demarcación de carriles de contraflujo, flechas, etc. 

La vía en comento es muy angosta y tiene curvas cerradas y peligrosas que hacen imperiosa la señalización en aras de evitar accidentes de tránsito.

Pretensiones:

Que se ordene al Ministerio de Transporte, al Instituto Nacional de Vías, al Departamento del Quindío, al Municipio de Armenia y al Municipio de Circasia, que en la mayor brevedad posible procedan a adelantar actividades necesarias tendientes a poner las señales de tránsito, demarcaciones viales y señales preventivas reglamentarias e informativas a partir de la salida del casco urbano del Municipio de Armenia hasta la intersección con la vía que conduce a Circasia y viceversa.

Reconocer el incentivo.

Contestación de la demanda:
Instituto Nacional de Vías: No es viable la acción popular en el entendido que no se ha demostrado la existencia de la vulneración o amenaza de los derechos colectivos aludidos por la accionante. La vía mencionada en la acción no hace parte del inventario de vías correspondientes al Instituto por lo cual proponen la excepción de falta de legitimación por pasiva.

Departamento del Quindío: Propone igualmente la excepción de falta de legitimación por pasiva, en razón de que la Asamblea Departamental del Quindío creó como organismo con Autonomía administrativa y patrimonio propio al Instituto Departamental de Tránsito del Quindío, quien sería el órgano competente para responder por la señalización deprecada en la acción popular.

Ministerio de Transporte: Se propone igualmente la excepción de falta de legitimación por pasiva en razón a que serían entidades diferentes al Ministerio las que estarían llamadas a responder en caso de que se advierta una trasgresión y/o amenaza a derecho (s) colectivos (s).
Municipio de Circasia: El ente territorial accionado, a través de apoderado judicial, contestó la acción popular indicando que en la vía si existe la señalización echada de menos por la accionante. Adicionalmente adujo que la vía referida en la acción popular es de carácter departamental y por ello, sería el Instituto Departamental de Tránsito del Quindío el legitimado para responder por la presunta amenaza o vulneración de derechos colectivos.
Municipio de Armenia: A través de su apoderada, contestó la acción popular indicando que la vía referida en la acción constitucional no corresponde a su jurisdicción.
Instituto Departamental de Tránsito: Indica la apoderada del Instituto que en la vía referida por la accionante se ha implementado la señalización necesaria. Si en algunos tramos de la vía objeto de acción se evidencia falta de mantenimiento que impide, por ejemplo, observar la señalización existente por la invasión de maleza en la misma, ello es del resorte del Departamento del Quindío y no del Instituto.

Audiencia de Pacto de Cumplimiento: Se llevó a cabo dentro del término legalmente establecido, donde se declaró fallida, dada la no formulación de pacto.

Sentencia de Primera instancia: Para el Juzgado Cuarto Administrativo del Circuito resultó probada la amenaza al derecho colectivo a la seguridad y prevención de desastres previsibles técnicamente, toda vez que la señalización de la vía que del Municipio de Circasia conduce a Armenia por la Vereda Hojas Anchas resulta insuficiente para enervar el peligro que la topografía y condiciones que la carretera representa.

La responsabilidad en la amenaza de derechos colectivos es predicable del Departamento  del Quindío y al Instituto Departamental de Tránsito del Quindío ya que el tramo vial hace parte de su inventario y se probaron las excepciones propuestas por la demás entidades accionadas.

Finalmente y dada la actividad desplegada por la accionante es evidente la procedencia de conceder el incentivo de que trata la norma.

No habrá lugar a condena en costas, pues la parte vencida se limitó en su actuación al ejercicio del derecho de contradicción y defensa, sin que se evidencie temeridad o mala fe.

El Juzgado Cuarto Administrativo del Circuito declara probadas las excepciones de falta de legitimación en la causa por pasiva del Ministerio de Transporte, Instituto Nacional de Vías, Municipios de Armenia y Circasia, según lo expuesto en la parte considerativa de esta Sentencia.

Acceder a la protección de los derechos colectivos de seguridad y prevención de desastres previsibles técnicamente, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.

Declarar no probada la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva, propuesta por el Departamento del Quindío.
Corresponde al Departamento del Quindío y al Instituto Departamental de Tránsito del Quindío, cumplir la obligación de instalar y demarcar la señalización vial necesaria en la carretera que de Armenia conduce a Circasia y a realizar un adecuado mantenimiento de la misma, dentro del término de seis (6) meses, contados a partir de la ejecutoria de la Sentencia, de acuerdo con las consideraciones expuestas.
Se accede al incentivo a la demandante por las consideraciones expuestas en la parte pertinente de este fallo. En consecuencia la entidad accionada, DEPARTAMENTO DEL QUINDÍO pagará a JOHANA ANDREA SERNA JIMENEZ, la suma equivalente a 10  SMMLV, los cuales serán cancelados dentro de los 30 días siguientes a la ejecutoria de esta providencia. Sin costas en esta instancia.
El Comité de Conciliación en ejercicio de las funciones conferidas por el artículo 19 del Decreto 1716 de 2009 considera que no hay lugar a iniciar acción de repetición  cuando se trate de pagos efectuados del incentivo previsto en la Ley 472 de 1998 para las acciones populares, lo anterior por considerar que con estos pagos no se ha afectado el patrimonio público.
i- Pago incentivo en procesos Acción populares Numero 2008-304, demandante Johana Andrea Serna Jiménez, demandados Departamento del Quindío y otros. 

Tribunal Administrativo del Quindío 

Magistrado Ponente: Rigoberto Reyes Gómez

Fecha: 25 de Marzo de 2010

Proceso: Acción Popular

Actor: Johana Andrea Serna Jiménez

Accionado: Departamento del Quindío y Otros

Radicado: 63-001-3331-004-2008-00304-01

Instancia: Segunda

Hechos: Sostiene la demandante que en la vía que conduce del Municipio de Circasia al Municipio de Montenegro en el Departamento del Quindío, no se han implementado en debida forma señales preventivas como es la señalización horizontal comprendidas en ella, las líneas centrales, líneas de borde, de pavimento, líneas del carril, líneas de separación de rampas de entrada o de salida, demarcación de zonas de adelantamiento prohibido, demarcación de canalización, demarcación de zonas de adelantamiento prohibido, demarcación de canalización, demarcación de transición en el ancho del pavimento entre otras, mediante las cuales se le indique a los conductores y transeúntes las precauciones necesarias que deben tener para prevenir fatales accidentes de tránsito.

Además advierte la actora que la carretera mencionada es muy angosta, tiene curvas cerradas y peligrosas, manifestando que es importante colocar entonces a lo largo de la vía señales de tránsito para que con ellas se prevengan eventos nefastos.

Pretensiones:
Que se ordene al Ministerio de Transporte, al Instituto Nacional de Vías INVIAS, al Departamento del Quindío, al Municipio de Circasia (Q), y al Municipio de Montenegro (Q), que en la mayor brevedad posible procedan a adelantar las actividades necesarias tendientes a colocar las señales de tránsito, demarcaciones viales y señales preventivas, reglamentarias e informativas a partir de la salida del casco urbano del Municipio de Circasia hasta la entrada del casco urbano del Municipio de Montenegro y viceversa.
Que se le reconozca el incentivo y se condene en costas a la parte accionada.

Sentencia de Primera Instancia: El Juzgado Cuarto Administrativo del Circuito, en Sentencia del 3 de diciembre de 2009, accedió a las pretensiones de la actora y amparó los derechos colectivos invocados por está.

Del acervo probatorio se logró demostrar el supuesto de hecho presentado por la actora en su libelo demandatorio, señalando en su deliberación que la insuficiente señalización de la vía del Municipio de Circasia al Municipio de Montenegro en el Departamento del Quindío, no extinguía el riesgo que la topografía y las condiciones de la vía representaba para sus transeúntes.

Impugnación: El ente accionado Departamento del Quindío impugnó la decisión de primera instancia argumentando que el Juez de Conocimiento de Primera Instancia, “deja entrever durante todas sus elucubraciones una margen de duda que le permite, inexplicablemente, en el fallo final simplemente condenar al Departamento, sin que existan hechos contundentes que demuestren la responsabilidad de este ente de manera incontrovertible”, expresando con ello, que el operador judicial, no tuvo criterios válidos claros al momento de hacer su pronunciamiento de fondo. Aseverando al unísono que no se había probado por la demandante omisión por parte del demandado Departamento del Quindío, menos aún cuando se había establecido un convenio entre el Instituto Departamental de Tránsito del Quindío, el accionado, de donde se podía colegir sin asomo de duda que efectivamente existían en la vía que conduce del Municipio de Circasia a Montenegro, las señalizaciones demandadas por la actora.

Sentencia de Segunda Instancia: El Tribunal Administrativo del Quindío, del análisis del material probatorio existente, refulge para esta Corporación, que las señales de tránsito que existen en la vía que conduce del Municipio de Circasia al Municipio de Montenegro, no están en buenas condiciones y otras resultan invisibles por el estado de abandono de la vía (existencia de malezas a cada lado de la carretera).

Ello, en razón a lo que se demostró a través de la Inspección Judicial que llevó a cabo la Juez de Primera Instancia, que no fue otra cosa, que la negligencia y el descuido que de la vía tiene el accionado Departamento del Quindío, cuando se deduce de lo soportado en dicho plenario, que la carretera que conduce del Municipio de Montenegro al Municipio de Circasia Q.

Como antes se acotara del material probatorio recaudado, especialmente, la inspección judicial, se logra establecer que la vía que comunica los Municipios ya referidos, se encuentran invadida por malezas, que no permiten visualizar las señales de tránsito, por demás allí mismo se establece que en algunos apartes de la carretera las mismas no están en buenas condiciones valga decir, las líneas de color blanco que indican el final de cada carril y el comienzo de la berma, colocando en riesgo a la población que se desplaza por los distintos medios por esta vía. 

El Tribunal Administrativo del Quindío CONFIRMÓ la Sentencia apelada, esto es la proferida el 3 de diciembre de 2009 y ordenó al Departamento del Quindío para que en el término de un (1) mes a partir de la ejecutoría de esta providencia, proceda a realizar el mantenimiento de la vía que conduce del Municipio de Circasia al Municipio de Montenegro, liberando de las malezas que existen a cada lado de la vía. Y en segundo lugar, para que dentro de los dos (2) meses siguientes, se proceda a la señalización que sea necesaria en dicha vía, lo cual realizará si es del caso, acudiendo a los Convenios Interadministrativos que tiene suscritos para tal fin.

El Comité de Conciliación en ejercicio de las funciones conferidas por el artículo 19 del Decreto 1716 de 2009 considera que no hay lugar a iniciar acción de repetición  cuando se trate de pagos efectuados del incentivo previsto en la Ley 472 de 1998 para las acciones populares, lo anterior por considerar que con estos pagos no se ha afectado el patrimonio público.
j-Conciliación decretada por el Tribunal Administrativo del Quindío para el 25 de enero del año 2011, dentro de Proceso de Reparación Directa, instaurado por el señor ALFONSO RIASCO GONZALEZ representante legal de la Sociedad Comercial denominada SERVICIOS DE INGENIERIA ARQUITECTURA Y CONSTRUCCIÓN LIMITADA “SINARCO LTDA”, demandado Departamento del Quindío y Otros, en razón a que se profiere fallo de primera instancia desfavorable al Departamento y esta entidad apela dicha de cisión, de conformidad con el artículo 70 de la ley 1395, que dice “En materia de lo contencioso administrativo, cuando el fallo de primera instancia sea de carácter condenatorio y contra el mismo se interponga el recurso de apelación, el juez o magistrado deberá citar a audiencia de conciliación, que deberá celebrarse antes de resolver sobre la concesión del recurso. La asistencia a esta audiencia será obligatoria”.

Así las cosas, se pone en conocimiento de los miembros del Comité los antecedentes del asunto en cuestión:
El Ministerio de Minas y Energía a través de la resolución No. 701039 de junio 27 de 1997, artículo primero otorga a servicios de Ingenieria Arqui y Const. Identificada con el NIT 8000186713, la licencia No 21395, para la exploración técnica de un yacimiento de material de cantera,  materiales pétreos, localizado en jurisdicción del Municipio de Filandia, Departamento del Quindío, con una extensión superficiaria de 10 hectáreas y 3750 metros cuadrados  y en su parágrafo contempla “El presente acto administrativo no faculta al interesado (s) para adelantar trabajos de explotación minera”.

La Corporación Autónoma Regional del Quindío, mediante resolución No. 00158 de marzo 12 de 1998, otorga una licencia ambiental única a la firma Servicios de Ingenieras-Arquitectura y Construcción Ltda “SINARCO” para el proyecto de exploración y explotación de la cantera Balcones ubicada en el Municipio de Filandia.

El Ministerio de Minas y Energía suscribe Contrato de Concesión para mediana minería el 20 de noviembre de 1998, con el señor Alfonso Riaskos González, representante legal de la sociedad servicios de Ingeniería, arquitectura y construcción Ltda “SINARCO LTDA”, cuyo objeto consistía en la explotación y  apropiación por el concesionario del mineral materiales de construcción, con un mínimo anual de explotación de 48.000 metros cúbicos, en un globo de terreno ubicado en jurisdicción del Municipio de Filandia Departamento del Quindío.

En enero 29 de 1999, el presidente de la República, decreta el estado de emergencia económica, social y ecológica por razón de grave calamidad pública, en los municipios de los Departamentos de Caldas, Quindío, Risaralda, Tolima y Valle del Cauca.

El Departamento del Quindío profiere Decreto No. 0059 de enero 25 de 1999, por medio del cual se decreta el Estado de calamidad pública en todo el Departamento del Quindío y la Urgencia Manifiesta.

El Decreto 919 de 1989, estipula:

“Artículo 30.- Obligación de permitir la ocupación.- En desarrollo del principio constitucional de la función social de la propiedad, los propietarios, poseedores  y tenedores de inmuebles, predios y mejoras en las áreas geográficas determinadas en la declaratoria de una situación de esas tres están obligados a permitir la ocupación temporal de los mismos por parte de cualquier entidad  pública, cuando ello fuere necesario para atender la situación de desastres.

En todo caso, la entidad pública requerirá para el efecto autorización previa dada por la Oficina Nacional de atención de desastres o por el Presidente del Comité Regional o Local, según sea el carácter de la situación de desastre declarada. La ocupación temporal deberá limitarse al espacio y tiempo estrictamente indispensable y causar el menor daño posible”.

“Artículo 31.- Procedimiento y condiciones de la ocupación. - La ocupación temporal de inmuebles, predios y mejoras se regirá por las siguientes reglas:

1. La Entidad Pública respectiva comunicara por escrito al propietario o poseedor del inmueble la necesidad  de la ocupación temporal, la extensión requerida y el tiempo probable de duración de la misma, así como la estimación del valor de los perjuicios que probablemente se causarán  y que ofrece pagar. La comunicación se dirigirá, si es posible, a la dirección conocida del propietario o poseedor y en todo caso, se fijará en lugar público de la Alcaldía Municipal del lugar por el término de tres días contra la comunicación no procederá recurso alguno por la vía gubernativa.

2. En la misma comunicación se indicará al propietario o poseedor el plazo para manifestar si consciente en la ocupación y acepta el valor estimado de los perjuicios, o si por la urgencia del caso la ocupación se efectuará en forma inmediata.

3. Si no se obtuviere el consentimiento para la ocupación temporal o no hubiere acuerdo sobre el valor estimado de los perjuicios que se causarán, dentro del plazo señalado en la comunicación se procederá a llevar a cabo la ocupación con el concurso de las autoridades de policía.

4. Cuando se haya advertido en la comunicación escrita que por la urgencia del caso la ocupación se efectuará en forma inmediata, el interesado podrá igualar este consentir en ella y aceptar el valor de la estimación de los perjuicios con posterioridad a la ocupación.

5. Los propietarios o poseedores afectados por la ocupación temporal, que no consienten expresamente en ella o que habiéndola aceptado y convenido con la entidad pública el pago del valor de los perjuicios, consideren que la estimación del valor del daño fue insuficiente, podrán ejercer en todo caso las acciones Contencioso – Administrativas a que haya lugar, dentro del término previsto en el Código Contencioso Administrativo, contado a partir de la fecha en que conciba la ocupación temporal las mismas acciones serán procedentes cuando en la comunicación escrita se haya advertido que la ocupación se efectuará en forma inmediata.

6. La ocupación temporal de inmuebles en ningún caso podrá ser superior a un (1) año. Por consiguiente, transcurrido un año sin que la ocupación haya terminado, el propietario o poseedor podrá iniciar, dentro del término previsto en el Código Contencioso Administrativo, acción contenciosa administrativa para demandar, la restitución del bien y la reparación del daño causado.

7. Las autoridades de policía prestarán todo su concurso a las entidades públicas que requieran ocupar temporalmente bienes inmuebles, para lo cual podrán desalojar físicamente a quienes se encontraren en los inmuebles y trasladar sus pertenencias a otro lugar; el incumplimiento de estas obligaciones por parte de las autoridades de policía con figura delito de prevaricato por omisión previsto en el código penal.

8. En virtud de la orden de ocupación terminarán todos los contratos de tenencia precaria que se hayan celebrado sobre el inmueble. Los tenedores estarán obligados, igualmente a cumplir la orden de ocupación temporal”…

Con oficio fechado el 27 de abril de 1999 el doctor Henry Gómez Tabares Gobernador del Departamento del Quindío de la época, remite comunicación al Director Ejecutivo del Comité Departamental de Cafeteros del Quindío “Federación Nacional de Cafeteros de Colombia”. manifestándole la ocupación temporal de un predio rural que pertenece a dicha entidad, así mismo dicha comunicación se fija en lugar visible de la Alcaldía Municipal de Filandia Quindío el   y en la Secretaria de Infraestructura de la Gobernación del Quindío.

En julio 29 de 1999, la Gobernación del Quindío le solicita a la Empresa Nacional Minera MINERCOL LTDA, División Legal de Minas de Santa fé de Bogotá,  licencia temporal para la explotación de material de construcción con fundamento en el artículo 12 y S.S del Decreto 2462 de 1989, para la extracción de material pétreo de la cantera ubicada en el denominado sector de  la India, Municipio de Filandia, Departamento del Quindío, con el fin de ser utilizada como agregado pétreo en la reconstrucción de la infraestructura vial del Departamento Quindío.

La EMPRESA NACIONAL MINERA LIMITADA “MINERCOL LTDA”, mediante resolución No. 1080351 de septiembre 23 de 1999, concede al Departamento del Quindío una autorización temporal  e intransferible No AH3-091 por el término de tres (3) años contados a partir de la ejecución de esta providencia para  la explotación de 200.000 metros cúbicos de materiales de construcción en un área de 37 hectáreas y 3.454 metros cuadrados, ubicada en jurisdicción de los municipios de Filandia y Pereira, Departamentos del Quindío y Risaralda, en la toma  y utilización de los materiales por parte de la Gobernación del Quindío, deberá sujetarse a las normas legales y reglamentarias sobre la preservación de los recursos naturales renovables y del medio ambiente; los minerales cuya explotación se autoriza mediante este proveído solo podrán utilizarse con destino al mejoramiento de la carretera la Española – Barragán, Anillo Central Turístico del Café: Vías Armenia – Pueblo Tapao, Pueblo Tapao – Montenegro y La Tebaida – Pueblo Tapao; mejoramiento y rehabilitación de las carreteras que conforman el anillo central turístico del café: Vías cruces Filandia - Quimbaya y Circasia – Montenegro, mejoramiento de las vías que conforman el anillo central turístico del café: Vía kerman – La Palmera; objeto de este pronunciamiento so-pena de ser considerada como actividad minera ilícita.

Mediante resolución No. 00321 de mayo 23 de 2000, la Corporación Autónoma Regional del Quindío “CRQ” otorga una licencia ambiental única a la Gobernación del Departamento del Quindío por el término de un año para el proyecto de extracción de materiales de construcción y montaje de una planta trituradora de agregados pétreo en la cantera la India, Municipio de Filandia.

La Empresa Nacional Mineral Ltda “Minercol Ltda” por medio de resolución de fecha de mayo de 2000, resuelve no conceder la acción de amparo administrativo instaurado dentro del contrato de concesión No. 21395.

La Federación Nacional de Cafeteros de Colombia interpuso demanda de Nulidad en contra de la resolución No. 701039 del 27 de junio de 9197, expedida por el ministerio de Minas y Energía – Dirección General de Minas – Subdirección de Ingeniería División Legal de Minas, por medio de la cual se concedió “Licencia No. 21395 para la exploración técnica  de un yacimiento de material de cantera, materiales petreos, localizado en jurisdiccióndel Municipio de Filandia, a la firma “SINARCO LTDA”, con domicilio en Pereira Risaralda, cantera ubicada en un predio del cual es dueña y poseedora la Federación Nacional de Colombia. 

El día 3 de junio de 1999 la Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Tercera del Consejo de Estado,  mediante providencia resuelve admitir la demanda que en acción de nulidad y restablecimiento del derecho formulo la Federación Nacional de Cafeteros de Colombia, contra la resolución No. 701039 del 27 de junio de 1997, proferida por el Ministerio de Minas y Energía y suspender provisionalmente los efectos de la resolución aludida emitida por el Ministerio de  Minas y Energía, donde se decidió: la Sala encuentra que en el caso de autos, con la expedición del auto de demandado, por medio del cual se le concedió la licencia de exploración a SINARCO LTDA, se contrariaron normas superiores, como lo es el artículo 29 de la Constitución Política que consagra el debido proceso.

“No obstante ser la Federación Nacional de Cafeteros de Colombia la propietaria del bien inmueble dentro del cual se encuentra ubicada el área dentro de la cual se autorizó la explotación por la firma SINARCO LTDA, aquella no fue citada al trámite administrativo correspondiente, como lo indica el artículo 14 del Código Contencioso Administrativo en esta establece:

“Artículo 14.- CITACION DE TERCEROS: Cuando de la misma petición o de los registros  que lleve la autorización, resulte que hay terceros determinados que pueden estar directamente interesados en los resultados de la decisión, se les citará para que puedan hacerse parte y hacer valer sus derechos la citación se  hará por correa a la dirección que se conozca si no hay otro medio más eficaz.

“En el acto de citación se dará a conocer claramente el nombre del peticionario y el objeto de la petición:

“Si la citación no fuere posible, o pudiere resultar demasiado costosa o demorada, se hará la publicación de que trata el artículo siguiente”.

“La Federación Nacional de Cafeteros en su condición de propietario del inmueble donde se pretendía adelantar la exploración, es un tercero determinado y directamente interesado en los resultados de la decisión tomada por el Ministerio de Minas y Energía en relación con la solicitud que le formulo la firma SINARCO LTDA el 29 de abril de 1997, que debió ser citado al trámite administrativo que culminó con la expedición del acto administrativo enjuiciado”.

“Y ese derecho de propiedad era de fácil constatación, toda vez que mediante la lectura del folio de matrícula inmobiliaria correspondiente, se puede establecer quién es el tercero determinado interesado en los resultados del trámite administrativo, toda vez que ese documento público cumple con la función de darle publicidad a los actos que se celebren  en relación con el inmueble, y en él aparece claramente indicado que la Federación Nacional de Cafeteros de Colombia es la titula del derecho de dominio sobre bien. 

Luego de definir la licencia de exploración, afirma el  Concejo:

“A pesar de que el trámite adelantado por el Ministerio de Minas tenía por objeto el otorgamiento de una licencia de exploración a la firma solicitante y no de exploración, resulta a todas luces imperiosa la vinculación del propietario al primer procedimiento, máxime si se considera que la licencia de explotación es un paso previo que conduce al otorgamiento de la licencia de explotación…”

Posteriormente y en forma contundente sostiene  el Despacho:

“Al propietario de un predio en cuyo subsuelo se pretendan adelantar procedimientos de exploración, en forma evidente y palmaria, le asiste el derecho de conocer el trámite administrativo que se inicia con la solicitud de licencia de exploración, toda vez que el acto administrativo que resuelva esta petición como aconteció en este caso, le impone al propietario del terreno, limites en el ejercicio de uso, goce y disposición que se desprenden de su derecho de propiedad”.

Las razones del Tribunal Administrativo del Quindío para condenar al Departamento al pago de $1.161.227.0051 a SINARCO, son:
Se ha establecido que el Departamento del Quindío es responsable administrativamente del material de construcción extraído de la Cantera Balcones del Municipio de Filandia, con fundamento en la Autorización Temporal No. AH3-091, durante el tiempo que ejerció la servidumbre minera sobre el titulo minero que tenia la sociedad demandante, para la indemnización de los perjuicios ocasionados en virtud de la servidumbre se aplican las reglas del Código Civil y Procedimiento Civil.

“La Ley civil reconoce expresamente tres fuentes de las servidumbres: Los hechos naturales, la ley y el acto o negocio jurídico, dando lugar a tres clases de servidumbres, según su modo de constitución: naturales, legales y voluntarias. Las servidumbres naturales provienen del estado natural de los predios dominante o sirviente, mientras que por las servidumbres voluntarias “cada cual podrá sujetar su predio a las servidumbres que quiera, y adquirirlas sobre los predios vecinos, con la voluntad de sus dueños, con tal que no se dañe con ellas al orden público, ni se contravenga a las leyes, las servidumbres legales, al ser impuestas por la ley, excluyen la posibilidad de que los particulares se sustraigan a su reconocimiento, su consagración legal hace innecesario adelantar un proceso judicial para determinar su existencia, así la autorización temporal constituye una servidumbre de carácter legal, por expresa consagración, que da lugar a la indemnización a favor de quien cuenta con un título minero vigente.

Por lo anterior considera el Comité de Conciliación de la Gobernación del Quindío  que podría llegarse a un acuerdo conciliatorio, si la rebaja en la condena es considerable, se delega en la Secretaria Jurídica, las labores de intermediación para el efecto, y si el acuerdo es beneficioso para el Departamento se proceda a la conciliación, pero si el mismo no es significativo que se prosiga con el proceso y no se concilie.

       3- No hubo proposiciones y varios. 

Se agota el orden  del día y se firma,

JOSE J. DONMINGUEZ GIRALDO

Secretario Privado

Presidente del Comité de Conciliación



YUDI FRANCES RAMÍREZ GIRALDO

Secretaria Técnica Comité de Conciliación 

Reviso: Dra.  Luz Adriana Gómez Ocampo,  Secretaria Jurídica


Proyecto y elaboro: Dra. Yudi Francés Ramírez Giraldo

